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INTRODUCCION 

Proximamente iniciará sus operaciones en la República· 
Dominicana, la Bolsa de Valor.es de Santo Domingo. Nace 
así un mercado para la negociación de valores mobiliarios 
en la República Dominicana y, en consecuencia, surge a la 
vida juñdica dominicana una nueva rama del derecho co­
mercial conocida en otros países como derecho bursátil, y 
que se define tentativamente como aquella que rige las re­
laciones entre los distintos entes que intervienen en las ne­
gociaciones de bolsa y traza las normas a seguir para la rea-
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lizatjón de las mismas. 
En el presente arttculo expondremos la im­

portancia, funcionamiento, organización y el 
marco jurfdico en el cual se desenvolverá esta 
institución. Nó pretende este articulo ser una 
investigación exhaustiva sino un estudio pre­
liminar de una figura jurfdico-económica na­
ciente. 

En vista de que nos encontramos ante la 
fase inicial de la Bolsa de Valores de Santo Do­
mingo, este estudio constituye tan solo una 
aproximación a una materia cuyo perfil defini­
tivo podrá trazarse s61o con la experiencia que 
arrojaré el funcionamiento de esta institución. 

Generalidades 

las bolsas de comercio son las reuniones 
permanentes de comerciantes y de interme­
diarios que se reunen en los dfas y horas fija­
das, en los lugares determinados por los po­
deres públicos, para concluir las operaciones 
relativas a su comercio ( 1 ). 

Existen dos tipos de bolsas de comercio: a) 
las bolsas de mercanctas ( frecuentemente de­
nominadas "bolsas de comercio") que es 
donde se llevan a cabo las operaciones de 
ciertos tipos de mercanclas, como por ejemplo 
los contratos de comercio marftimo; y, b) las 
bolsas de valores que es el lugar donde se co­
mercializa con valores mobiliarios de todo gé­
nero, entendiéndose por valores, los tftulos 
comercializables que rinden rentas. 

Como funciones básicas de las bolsas de va­
lores se establecen las siguientes: 

a) Proporcionar un lugar apropiado para que 
los distintos intermediarios bursátiles efectúen 
sus operaciones de una manera regular, 
cómoda y permanente; 

b) Reglamentar y mantener el funcionamien­
to del mercado de valores; 

c) Registrar la cotización efectiva de los 
tltulos negociados; 

d) Llevar registros de las empresas y tftulos 

valores admitidos a cotización y cancelar la 
inscripción de tltulos valores emitidos por per­
sonas morales que dejen de ofrecer sufi­
cientes condiciones de seguridad; 

e) Supervisar las operaciones que realizen 
los intermediarios bursátiles, para que éstas 
se lleven a cabo dentro de las normas 
jurfdicas; 

f) Vigilar la conducta moral de los interme­
diarios de modo que ésta se rija por los más 
elevados principios de ética profesional y co­
mercial; 

g) Informar al público sobre las cotizaciones 
de los tftulos y la situación financiera de las 
empresas admitidas a cotización; 

h) Efectuar la liquidación voluntaria o coacti­
va de las operaciones; e, 

i) Certi~car las cotizaciones en bolsa. 
Desde el punto de vista económico, las bol­

sas de valores surgen para permitir un mejor 
flujo de dinero desde los ahorrantes hacia las 
empresas productivas por lo que constituyen 
una tercera opción de financiamiento a las em­
presas. En este sentido, además de las dos 
fuentes primarias de financiamiento, créditos 
comerciales o bancarios y retención de utili­
dades para la reinversión, la inversión en docu­
mentos de valores permite aumentar las 
fuentes directas de financiamiento con las q1:,1e 
las empresas pueden llevar a cabo inversiones 
de capital fijo o ·de expansión. 

Hasta el momento de la incorporación de la 
Bolsa de Valores de Santo Domingo, lnc. (de 
ahora en adelante, "BVSD"), las únicas dispo­
siciones legales que reglan el mercado de va­
lores eran los preceptos del Código de Comer­
cio dominicano, en su lltulo V dedicado a las 
"Bolsas de Comercio, Agentes de Cambio y 
Corredores" y la Ley número 3553 de fecha 
20 de mayo de 1953, que crea "La Bolsa Na­
cional de Valores". Esta Bolsa Nacional de Va­
lores, que es una institución de carácter 
público, supervisada administrativa y técnica­
mente, por la Secretaria de Estado de Trabajo, 



Economfa y Comercio (la actual Secretaría de 
E~ado de Finanzas), a través de la Comisión 
de Valores, nunca ha funcionado pero esto no 
es óbice para que en el futuro las autoridades 
públicas implementen su puesta en funciona­
miento. 

En la actualidad, coexisten dos regímenes 
jurídicos para las bolsas de valores: el público 
instaurado por la Ley 3553 y el privado de la 
BVSD consagrado legalmente con la incorpora­
ción de este último organismo por el Poder 
Ejecutivo. Tanto las disposiciones del Código 
de Comercio mencionadas como las de la Ley 
3553 constituyen, a pesar de su evidente 
anacronismo, el derecho común de las bolsas 
de valores, y a ellas tendremos que remitimos 
cuantas veces los instrumentos del sistema de 
la BVSD sean oscuros o ambiguos. A la larga, 
esta dualidad normativa tendrá necesaria­
mente que ser resuelta a través de la promul­
gación de una ley de mercado de valores ade­
cuada a la realidad moderna. Mientras tanto, 
el país, al igual que Costa Rica, Ecuador y 
otros países latinoamericanos en su momento, 
ha dado un gran paso al instaurar una bolsa· de 
valores privada que sentará las bases y la ex­
periencia necesaria para una legislación 
bursátil apropiada. 

1. Organización de la BVSD 

La "Bolsa de Valores de Santo Domingo 
lnc." fue incorporada mediante Decreto del 
Poder Ejecutivo número 544/88, de fecha 25 
de noviembre de 1988 a los beneficios de la 
Ley número 520 del 26 de julio de 1920, so­
bre instituciones sin fines de lucro. Esta aso­
ciación, de carácter privado, · pero de servicio 
público, posee personalidad jurídica propia y 
está regida internamente como veremos más 
adelante, por sus Estatutos Constitutivos, sus 
Reglamentos y Manuales Operativos, así como 
por sus propios organismos de dirección. 

J , J Objet0:social 

El Artículo 4 de los Estatutos Constitutivos 
de la BVSD dispone lo siguiente: 

"La Bolsa de Valores de Santo Domingo 
t iene por objeto: Fortalecer el sistema de 
libre empresa y de propiedad privada de los 
medios de producción, mediante la formu­
lación de un mercado secundario de va­
ÍSl.LJ:.S, apto para canalizar las ofertas y de­
mandas de recursos financieros hacia la 
inversión productiva, en base a las expec­
tativas de mayor rentabilidad, en un am­
biente de alta competición, orden y trans­
parencia". 

Las Bolsas de Valores son mercados en 
donde se comercializa con valores mobiliarios 
de dos formas distintas: comercialización en 
primera emisión es lo que se denomina m.e.r: 
cado prjmarjo o comercialización en segun­
das y posteriores emisiones a través de los 
mercados secundarios. 

En el mercado primario, es donde real y 
efectivamente la empresa recibe dinero para 
financiamiento de los ahorrantes o inversionis­
tas. Por su parte, el mercado secundario viene 
a constituir una forma de liquidez de acciones 
de aquellos inversionistas que desean obtener 
un retomo de su inversión en un periodo de 
tiempo anterior al vencimiento de su inver­
sión. En este mercado no existe una captación 
de recursos directa por parte de las empresas 
como entes productivos. El flujo de dinero se 
da de inversionista a inversionista, contrario a 
lo que sucede en el mercado primario donde el 
flujo se da de inversionista a empresa produc­
t iva. 

J .2 Organos de dirección 

La BVSD fue creada por la Cámara· de Co­
mercio y Producción del Distrito Nacional lnc. 
y aun cuando mantendrá vínculos institucio­
nales con la misma, gozará de autonomfa fun-



cional y financiera. 
La dirección de la BVSD estará a cargo del 

Consejo de Directores compuesto por un 
mfnimo de nueve (9) miembros, designados 

. por la Junta de Directores de la Cámara de Co­
mercio y Producción del D.N. y en el mismo, 
estarán representados las empresas miembros 
de la Bolsa (es decir, los Puestos), asf como 
los inversionistas particulares e institucionales. 
cada miembro del Consejo de Directores de la 
Bolsa (de ahora en adelante, el "Consejo de 
Directores") deberá velar por el cumplimiento 
cabal del Reglamento. 

Las principales funciones del Consejo de Di­
rectores de la Bolsa son dictar, enmendar, 
modificar e interpretar lo establecido en el Re­
glamento de la Bolsa. Dentro de este amplio 
marco de poder que se le ha conferido a la 
Junta, tendrá la potestad de gobernar la Bol­
sa, vigilar por la conducta ética comercial de 
todos sus miembros, integrantes y personal 
en cualquier momento de las transacclones 
bursátiles, tomando decisiones al dar las or­
denes e instrucciones que harán llevar a un fe­
liz termino las negociaciones; de la misma for­
ma optar, nombrar, enmendar o revocar los 
artfculos y disposiciones como organismo de 
la más alta jerarquia encargado de un óptimo 
funcionamiento de la Bolsa. 

El Consejo de Directores se reunirá trimes­
tralmente y en cualquier otra ocasión que lo 
amerite con la debida convocatoria a cada di­
rector. 

El Consejo de Directores estará asesorado 
por un Comité de Miembros Asesores y de 
Conciliación el cual se encarga de asistirle 
acerca de los cambios deseables en la unidad 
de contratación, los múltiplos de cotización, 
las comisiones, las reglas que norman las con­
trataciones y liquidaciones, las solicitudes de 
posibles nuevos Puestos o Agentes, ast como 
respecto a otros asuntos relativos a las opera­
ciones bursátiles. 

Asimismo, este Comité tiene a su cargo la 

resolución de cualquier disputa entre los Pues­
tos, cuando éstos hayan decidido someterse a 
dicha_ decisión en vez de un arbitraje. 

2. Los intermediarios bursátiles 

En las bolsas de valores el público que com­
pra y vende valores no interviene personal­
mente sino que, las operaciones se llevan a 
cabo a través de entes denominados interme­
diarios bursátiles, los cuales están obligados a 
mantener en estricta confidencialidad el nom­
bre de estos compradoies y vendedores. 

Partiendo del concepto de intermediación 
comercial desarrollado por el autor espat\ol Or­
tega Prieto (2) se puede afirmar que el inter­
mediario bursátil es la persona moral o física 
que promueve y promociona de manera acti­
va, continua y estable, las ventas, servicios u 
otras operaciones de bolsa, por cuenta y en 
interés de la persona por la cual actúa, me­
diante contraprestación económica, ordinaria­
mente en forma de comisión, pudiendo reali­
zar tal labor simultáneamente para otras per­
sonas. 

Estos intermediarios bursátiles de la BVSD 
son las siguientes: 

2,1 Los Puestos de Bolsa 

Los Puestos o Miembros de Bolsa ( en lo 
adelante los "Puestos") son personas morales 
beneficiadas de una concesión de la Bolsa que 
les autoriza a negociar valores dentro del mer­
cado bursátil. Las operaciones de los Puestos 
se realizan en el recinto de la Bolsa a través 
de los Agentes o Corredores de Bolsa. 

Las funciones de los Puestos consisten 
básicamente en actuar como intermediarios 
en la negociación de valores que forman obje­
to de la Bolsa; recibir fondos y valores por 
concepto de las operaciones que se les enco­
miendan; recibir préstamos o créditos de ban­
cos para la realización de las actividades que 



les son propias; y en fin, realizar toda activi­
dad licita relacionada con la Bolsa. 

Para ser concesionario de la Bolsa, es decir, 
para ser un Puesto de Bolsa, las entidades in­
teresadas deben cumplir con los siguientes re­
quisitos: 

a) Tener como objeto social la intermedia­
ción bursátil única y exclusivamente, lo cual in­
cluye la prestación de asesoría en materia 
bursátil; la realización de operaciones por 
cuenta propia que faciliten la colocación de 
valores o que contribuyan a dar mayor estabi­
lidad a los precios de los valores; y a la realiza­
ción de toda otra actividad relacionada con 
negocios de bolsa dentro del marco de la ley, 
el Reglamento y los principios de ética comer­
cial. 

b) Utilizar en su denominación social la ex­
presión "puesto de bolsa", después del nom­
bre del puesto o antes del mismo; 

c) Haber pagado fntegramente el capital 
mfnimo que determine la Junta de Directores; 
y, 

d) Tener su capital accionario compuesto de 
acciones nominativas cuando el concesionario 
fuese una compañía por acciones. 

2. Z, Z Qb(lgaciones de los Puestos, 

Al ser concesionarios de la Bolsa, los Pues­
tos se obligan contractualmente a: 

a) Pagar una cuota de concesión determina­
da por la Bolsa. 

b) Pagar los cargos mensuales por gastos 
de operación y mantenimiento que fije la la 
Bolsa. 

c) Proporcionar, por lo menos una vez al 
año, sus estados financieros, en adición a 
otros informes periódicos solicitados por la 
Bolsa. 

d) Ajustarse estrictamente a las tarifas de 
comisiones autorizadas por la la Bolsa. 

e) llevar los registros necesarios donde 
consten con claridad y exactitud las opera-

dones efectuadas, en cantidades y precios, 
los nombres de los contratantes y todo otro 
detalle que permita identificar la transacción. 

f) Cuando lo solicite un cliente, entregarle 
certificaciones de sus registros, relacionados a 
los contratos que el cliente haya cobrado por 
su intermedio. 

2, l, 2 Prohibiciones al Puesto 

El Reglamento Estatutario de la BVSD esta­
blece diversas actividades que les están pro­
hibidas realizar a los Puestos. El fundamento 
de estas prohibiciones estriba en la necesidad 
de crear un ambiente confiable y seguro para 
los inversionistas y el público en general. Se 
busca evitar las operaciones bursátiles fuera 
de la Bolsa y en desmedro de los clientes, la 
propalación de rumores o informaciones falsas 
con la finalidad de afectar el valor de los ins­
trumentos cotizados o la imagen y/ o prestigio 
de la Bolsa y los intermediarios bursátiles, asf 
como la violación al secreto bursátil esencial 
para el normal funcionamiento de la Bolsa. 

El no acatamiento de las prohibiciones más 
adelante enumeradas, al igual que el incumpli­
miento de las obligaciones anteriormente 
enunciadas, conlleva sanciones que oscilan 
desde la amonestación al Puesto hasta la can­
celación del derecho de concesión de que es 
beneficiario. 

Estas prohibiciones son las siguientes: 
a) Estimular, ocultar o permitir que sus 

Agentes de Bolsa compren para sf o para su 
cónyugue, o para parientes hasta segundo 
grado de consanguinidad, o para sus apodera­
dos o empleados, o superiores, un determina­
do valor, o vender los valores que le pertenez­
can, mientras existan órdenes de clientes por 
los mismos valores que no hubieren sido cum­
plidas, en similares condiciones de compra o 
venta; 

b) Efectuar transacciones en valores con el 
objeto de estabilizar, fijar o hacer variar artifi-



cialmente los precios de los mismos, y/o es­
timular, ocultar o permitir que sus Agentes de 
Bolsa realizen las actuaciones a que se refiere 
este literal; 

c) Realizar transacciones ficticias respecto 
de cualquier valer, participar en transacciones 
simuladas, y realizar cualquier maniobra ten­
diente a alterar artificialmente las cotizaciones 
de bolsa; 

d) Efectuar transacciones o inducir o inten­
tar inducir a la compra o venta de valores 
mediante cualquier acto, practica, mecanismo 
o artificio engat\oso o fraudulento y/o estimu­
lar, ocultar o permitir que sus Agentes de Bol­
sa lleven a cabo las actuaciones a que se re­
fiere este literal; 

e) Realizar publicidad, propaganda y difusión 
por cualquier medio de comunicación que con­
tenga declaraciones, alusiones o representa­
ciones que puedan inducir a error, equívocos o 
confusión al público sobre la naturaleza, pre­
cios, rentabilidad, liquidez, garantías o cual­
quier otra caracterfstica de los valores que in­
termedien, o de los emisores que representen; 

f) Hacer declaraciones tendientes a garanti­
zar al cliente determinadas rentabilidades res­
pecto de cualquier valor susceptible a las fluc­
tuaciones del mercado; 

g) Incurrir en practicas de competencia des­
leal respecto a otros intermediarios de valo­
res, propalar información en desmedro o des­
crédito de otros Puestos y Agentes, o de la 
Bolsa, o realizar actuaciones que contrarlen 
las normas y elevados principios de la ética 
profesional; 

h) Estimular, ocultar o permitir que sus 
Agentes de Bolsa realicen transacciones en 
beneficio propio, comprando o vendiendo para 
sf los valores que un cliente le ha encomenda­
do vender o comprar, salvo autorización pre­
via, expresa y por escrito del propio cliente; 

i) Estimular, ocultar o permitir que sus 
Agentes de Bolsa vendan a sus apoderados, 
superiores, relacionados o empleados, los va-

lores que el cliente le haY-a encomendado 
vender o comprar, salvo autorización previa, 
expresa y por escrito del propio cliente; 

j) Propalar rumores de naturaleza sensacio­
nalista de los que con toda razón se puede es­
perar afecten las condiciones del mercado en 
la Bolsa en forma general o ciertos valores 
bursátiles en particular. 

k) Incurrir en cualquiera de los actos fraudu­
lentos enumerados por el Artículo 62 del Re­
glamento. 

1) Estimular, ocultar o permitir que sus em­
pleados o ejecutivos de cuentas ejerzan po­
der discrecional sobre las cuentas de clientes 
o que acepten órdenes que afecten cuentas 
de una persona que no sea el cliente mismo, 
sin que el Puesto haya previamente autorizado 
por escrito el ejercicio de dicha facultad de 
discreción, tal como dispone el Artículo 60 del 
Reglamento. 

2.1, 3 Traspaso de puesto 

Como la BVSD concede a un puesto el de­
recho de comercializar valores en considera­
ción del mismo, es decir, "intuitu personae", 
todo traspaso o cesión de participaciones so­
ciales de un puesto de bolsa deberá ser apro­
bado por la Junta, la que deberá pronunciarse 
dentro de los ·30 días siguientes al recibo de la 
solicitud. Las fusiones de dos o más puestos 
de bolsa deberán ser aprobada por la Junta 
dentro de similar periodo. 

2. 7,4 Cance(aci6n de ta concesión 

La Bolsa podrá suspender o cancelar la con­
cesión cuando el Puesto de Bolsa registre ope­
raciones simuladas; concierte operaciones 
nominales sin transferencia real de valores, di­
nero o márgenes, al momento de la liquida­
ción, o efectúe operaciones de bolsa fuera de 
la Bolsa; intervenga en operaciones no autori­
zadas en su objeto social o que no se ajusten 



a lu sanas practicas del mercado de valores; 
incumpla las obligaciones asumidas contrac­
tualmente; sea declarado en quiebra o entre 
en un proceso de liquidación; proporcione de­
claraciones falsa o dolosas a sus clientes: no 
pague los gastos de operación, ast como cual­
quier otra obligación hacia la Bolsa; o pierda la 
mitad o más de su capital social, o lo reduzca 
a una suma inferior a la establecida por la Bol­
sa. 

2,2 Los Agentes de Bolsa 

Son Agentes de Bolsa aquellas personas 
ffsicas que, siendo portadoras de una creden­
cial otorgada por la Bolsa, representan a un 
Puesto de Bolsa, y en representación de és.te 
realizan actividades de intermediación bursátil 
ante el cliente y ante la Bolsa. 

Los Agentes de Bolsa son comerciantes 
puesto que realizan a titulo de prvfesión ha­
bitual, las operaciones de comisión, de cambio 
y de corretaje. La función esencial de los 
Agentes de Bolsa consiste en comprar y ven­
der valores mobiliarios en la Bolsa conforme 
las instrucciones que reciban de los clientes 
del Puesto. Estas operaciones la realizan por 
cuenta de los clientes por lo que, el Agente 
no es más que un comisionista ya que obra 
por cuenta de otro y cobra, como remunera­
ción, una comisión. 

La naturaleza jurfdica del Agente de Bolsa 
debe ser analizada a la luz de nuestro Código 
de Comercio para asf comprender el ámbito de 
sus funciones. De acuerdo con el Artk:ulo 76 
del Código de Comercio, "los agentes de cam­
bio ( ... ) son los únicos que tienen derecho de 
intervenir en las negociaciones de los efectos 
públicos, y otros cualesquiera negociables, de 
hacer por cuenta de otro las negociaciones de 
las letras de cambio o de pagarés, y todo pa­
pel comercial; y de certificar su cursoº. 

El supramencionado articulo establece, 
pues, un derecho exclusivo para intervenir en 

la intermediación bursátil en favor del agente 
de cambio. En muchos palses, estos agentes 
de cambio -que al igual que lo dispone el 
Código de Comercio dominicano son nombra­
dos por el Poder Ejecutivo- han devenido tan 
poderosos en el ejercicio de su oficio burs6til 
que se han dictado leyes especiales que regu­
lan el mismo. En el régimen de las bolsas de 
valores ·privadas, como las de Costa Rica o 
Ecuador, los agentes son tan solo empleados 
del Puesto de Bolsa; en el sistema de la BVSD, 
los Agentes constituyen representantes del 
Puesto encargados por el Puesto del manejo 
de las cuentas de valores bursétiles conforme 
a las especificaciones del cliente. El contrato 
para la intermediación en la Bolsa se realiza 
entre el Puesto y el cliente, y el Agente inter­
viene en el momento en que el cliente lo con­
tacta como el encargado de su cuenta en la 
Bolsa designado por el Puesto. De ahf que la 
exclusividad del agente de cambio como Inter­
mediario bursátil establecida por nuestro 
Código de Comercio debe entenderse con rela­
ción al Agente de Bolsa como una exclusividad 
del Puesto de Bolsa que se refleja en el 
Agente, su representante. 

El Artículo 85 del Código de Comercio ex­
cluye la posibilidad de que los agentes de 
cambio puedan realizar operaciones por cuen­
ta propia. El· Manual Operativo recoge esta 
prohibición al disponer que ºningún agente 
deberá, bajo ningún pretexto, realizar transac­
ciones en beneficio propio, comprando o ven­
diendo para si los valores que un cliente le ha 
encomendado vender o comprar, salvo auto­
rización previa, expresa y por escrito del pro­
pio cliente". El Manual también prohibe que 
el agente compre "para sf o para su cónyuge, 
o para parientes hasta segundo grado de con­
sanguinidad, ni para sus apoderados o emplea­
dos, o superiores, un determinado valor, ni 
vender los valores que les pertenezcan, mien­
tras existan órdenes de dientes por ios mis-
111os valores que no hubieren sido cumplidas, 



en similares condiciones de compra o venta". 
Pero el Código de Comercio va mucho más 

alli cuar,do, en su Artfculo 85, establece que 
el agente de cambio "no puede tampoco inte­
~rse directa ni indirectamente, bajo su 
nombre ni bajo el nombre de persona interme­
diaria, en ninguna empresa mercantil". Esta 
disposición es a todas luces anacrónica cara a 
la realidad económica de la bolsa de valores. 
Es justificable el hecho de que se prohiba que 
el Agente actúe por cuenta propia pues esto 
podr:fa producir un conflicto de intereses que 
seguramente perjudicarfa al cliente. Desde el 
punto de vista económico, sin embargo, no se 
justifica la prohibición de la operación bursátil 
a nombre propio y cuenta ajena pues el bene­
ficio económico total va a favor del cliente y, 
mis aún, actuando de ese modo, el Agente 
defiende más ldóneamente los intereses del 
cliente. 

El Agente, en el momento de efectuar la 
operación no revela el nombre del cliente por 
cuenta de quien actúa, por lo que el contrato 
de liquidación de la operación se formaliza en­
tre los dos Agentes intervinientes, en ningún 
caso se establece una relación directa entre 
los Agentes y el cliente del otro Agente. El 
Agente, al ocultar el nombre de su cliente, no 
causa ningún daf\o a éste, ya que de ese 
modo el otro intermediario con quien negocia 
el Agente realiza el negocio objetivamente, sin 
detenerse a pensar en la situación financiera o 
necesidades del cliente. 

Con esto conclufmos en que el Agente es un 
intermediario que actúa a nombre propio y por 
cuenta ajena, asumiendo asf el carácter del co­
misionista que es, de acuerdo con nuestro 
Código de Comercio, "el que ·obra en su propio 
· nombre, o bajo un nombre social, por cuenta 
de un comitente• (Artfculo 94). 

Como dijimos anteriormente, los Puestos de 
Bolsa ejecutan las órdenes recibidas de sus 
clientes a travts de los Agentes de Bolsa por 
ellos nombrados y debidamente aprobados 

por la la Bolsa. Los Agentes de Bolsa son con­
siderados representantes de los Puestos de 
Bolsa y las faltas cometidas por un Agente de 
Bolsa se consideraran cometidas por el Puesto 
de Bolsa mismo, siendo ambos ca-responsa­
bles de sus actuaciones. 

Para ser Agente de Bolsa es necesario cum­
plir con los siguientes requisitos: 

a) Tener plena capacidad jurfdica; 
b) Ser dominicano o extranjero con al me­

nos cinco anos de residencia legal en el pats; 
c) Poseer una buena reputación e integridad 

moral y en los negocios; 
d) Tener al menos 2 meses de experiencia 

como asistente en el mercado de subasta; 
e) Aprobar los exámenes orales y escritos 

provistos por un Jurado de Calificación nom­
brado por la Junta de Directores de la la Bolsa 
en los cuales se evaluará si los agentes de bol­
sa potenciales poseen el conocimiento ade­
cuado para desempet\ar con credibilidad las 
funciones que le competen. 

f) Haber suministrado con honestidad toda 
la información requerida en la solicitud; 

g) Haber acompat\ado dicha solicitud con 
por lo menos dos cartas de recomendación de 
personas de reconocida buena reputación y 
experiencia de negocios, quienes hayan cono­
cido al aspirante a Agente durante por lo me­
nos cinco at\os; 

2.2.1 Obligaciones del Agente 

El privilegio concedido en favor de los 
Agentes de Bolsa por el Artfculo 76 del 
Código de Comercio y la naturaleza de tas 
atribuciones conferidas a éste por el Regla­
mento y el Manual de Operaciones constituyen 
una fuente de obligaciones puestas a cargo de 
los mismos. 

Estas obligaciones del Agente consisten en: 
a) Guardar en discreción las operaciones y 

nombres de las personas por cuenta de quien 
reali~a dichas operaciones, salvo que tenga 



autorización de las referidas personas, o en 
los casos que determine el Reglamento o las 
leyes del pats. 

b) Cerciorarse de la autenticidad de las fir­
mas de las personas físicas que actúan como 
clientes y, en su caso, de la existencia de UA 

poder legal suficientemente amplio para ac­
tuar en representración de una persona 
jurfdíca. 

c) Conducir todos los negocios con lealtad, 
precisión y claridad, asl como abstenerse de 
utilizar cualquier artificio que, de cualquier 
manera, pueda inducir a error a las partes con­
tratantes. 

d) Cumplir con el Reglamento y especial­
mente con las reglas de conducta ética y dis­
ciplinaria exigidas por dicho Reglamento. 

2,2,2 Prohibiciones 

Las prohibiciones de los Puestos son aplica­
bles a los Agentes de Bolsa. Como menciona­
mos previamente, las faltas cometidas por los 
Agentes son imputables a los Puestos, por lo 
que éstos t'Jltimos seran responsables del no 
acatamiento de estas prohibiciones por parte 
de los Agentes. Esto sin embargo, no es óbice 
para que la Bolsa cancele o suspenda las cre­
denciales otorgadas a los Agentes o para 
que, 6stos sean sometidos al procedimiento 
disciplinario més adelante descrito. 

2.3 Los Promotores de Valores 
Burdtles Registrados 

La Bolsa, a soHcitud del interesado, podré 
registrar como Promotor de Valores Bursétiles 
a toda persona cuya educación, experiencia y 
antecedentes la califique para asesorar a 
clientes sobre inversiones en valores 
burútffes y aceptari como evidencia de dicha 
callflcaclón la reputación moral y profesional 
de abogados, contadores públicos autorizados 
o la experiencia pertinente de banqueros, ase-

sores financieros, y académicos en materias fi­
nancieras y afines. 

3. La contratación bursátH 

La ausencia de una l~gislaci6n que regule el 
Mercado de Valores en la RepClblica Dominica­
na ha obligado a establecer los derechos y 
obligaciones de los intermediarios bursétiles 
en contratos escritos que, en virtud del 
Articulo 1134 del Código Civil que establece 
que "las convenciones legalmente formadas 
tienen fuerza de ley para aquellos que las han 
hecho", seran ley entre las partes contra­
tantes. 

Se trata de contratos reglamentados en 
cuanto "incorporan por referencia" (3) normas 
y disposiciones previamente establecidas en 
los Estatutos y Reglamentos de la BVSD y que 
no pueden ser modificadas contractualmente 
por las partes. Se diferencian de los contratos 
reglamentados clásicos en lo que se refiere a 
la fuente de la reglamentación que en los 
Clltirnos parte de las autoridades pClblicas 
mientras que en los contratos de la Bolsa es 
en gran parte de origen privado y sujeto a 
modificaciones futuras Introducidas por el 
Consejo de Directores y aceptadas a priori por 
las partes (4). 

En la realización de las operaciones 
burútiles, los Puestos y Agentes se interrela­
cionan con la Bolsa y los clientes y viceversa y 
como vimos anteriormente estas relaciones se 
encuentran establecidas en los siguientes con­
tratos: 

3.1 Eotce PYesto y Bolsa; 

Estén regidas por un Contrato de Concesión 
mediante el cual la BVSD otorga a el Puesto 
de Bolsa el derecho de realizar actividades 
burútiles de acuerdo a los límites y condi­
ciones establecidos en el Reglamento. 

A cambio de esta concesión el Puesto paga 



una •Cuota de Concesióci" y además una co­
misión sobre el porcentaje de las comisiones 
cobradas a los clientes de el Puesto de acuer­
do con los montos, condiciones y especifica­
ciones del Manual Operativo. 

En este Contrato el Puesto de Bolsa asume 
la obligación de "cumplir con los requisitos y 
disposiciones establecidos en el .•• contrato y 
en el Reglamento, para poder conservar su 
derecho de concesión". Asimismo, el Puesto 
declara en el contrato que "en caso de que el 
Puesto deje de cumplir sus obligaciones de 
acuerdo con el Reglamento o viole las disposi­
ciones del mismo, dicho incumplimiento o vio­
lación dará lugar a la resiliación de(I) ••• contra­
to, de pleno derecho, tan pronto como la Bol­
sa le notifique por acto de alguacil la revo­
cación de la concesión que le es otorgada ... " 

Esta disposición contractual no es 
obstáculo, sin embargo, para que la Bolsa se 
reserve el derecho en el contrato de reclamar 
por todas las vías legales la indemnización por 
los dat'\os y perjuicios que cualquier actuación 
de el Puesto de Bolsa haya podido causar al 
prestigio, a la imagen y a la seguridad 
económica de la Bolsa, asf como la de presen­
tar denuncias y querellas tendientes a poner 
en movimiento la acción púbica con el objetivo 
de sancionar las infracciones que se cometan 
en el incumplimiento o violación del Reglamen­
to por parte de el Puesto y/o de las personas 
que le representan. 

Por otro lado, en este Contrato, el Puesto 
se obliga, en todas las transacciones que in­
tervenga, a entregar los valores negociados a 
su precio en las horas hábiles del .dfa de venci­
miento estipulado, bajo el entendido de que 
su incumplimiento afecta tanto al cliente de 
que se trate como al prestigio de la Bolsa. 

Se conviene además que, en caso de incum­
plimiento de esa obligación, el Puesto se obli­
ga a pagar a la Bolsa una suma igual a cuatro 
veces el monto de los valores negociados a su 
precio, .bajo el entendido de que lo convenido 

constituye una cláusula penal destinada a re­
sarcir los dat'\os y perjuicios que causa el he­
cho al prestigio de la Bolsa y a su imagen ante 
el público, suma en la cual son evaluados des­
de ahora esos daf\os y sin necesidad de que 
intervenga decisión judicial alguna. 

Lo estipulado no excluye ni menoscaba cua­
lesquiera otras sanciones o persecuciones a 
que pudiera dar lugar el hecho cometido por el 
Puesto. 

3,2 Entre Puestas Y Agentes; 

El carácter de la relación jurfdica existente 
entre los Agentes de Bolsa y los Puestos es el 
de un mandato mediante el cual el Puesto fa­
culta al Agente a realizar por su cuenta las 
transacciones e intermediaciones bursátiles 
dentro de la Bolsa. 

En retribución de sus funciones el Agente 
recibirá una comisión sobre el valor de cada 
operación que realice. 

El Agente no podrá bajo ninguna circunstan­
cia delegar sus funciones a ninguna otra per­
sona física. La violación de esta disposición 
conlleva la cancelación del carnet que acredita 
al infractor como Agente de Bolsa. 

3.3 Entre Puestos y Clientes; 

Estas relaciones están regidas por un Con­
trato de Administración por medio del cual el 
cliente otorga un mandato a determinado 
Puesto para que realice por cuenta de el 
cliente actos de comercio, consistentes en 
comprar y/o vender acciones, obligaciones, 
bonos y en general valores admitidos a cotiza­
ción por la BVSO. 

El Puesto, a través de este contrato, se 
compromete a manejar la cuenta de valores 
conforme a las instrucciones que reciba de el 
cliente. Las operaciones que lleve a cabo el 
Puesto serán ejecutadas por el Agente que 
nombre el Puesto, debiendo a tales fines el 



Puesto identificarle al cliente el Agente encar­
gado de su cuenta. 

Las instrucciones del cliente al Puesto para 
la ejecución de operaciones concretas podrán 
hacerse por escrito, debiéndose precisar el 
tipo de operación o movimiento, compra o 
venta, asl como el género, especie, clase, emi­
sor, cantidad, precio, condiciones de liquida­
ción, plazo de validez de la orden, y cuales­
quiera otra característica necesaria para iden­
tificar los valores materia de cada operación o 
movimiento de cuenta. 

Si a juicio de el Puesto, se derivase algún 
perjuicio para el cliente como resultado del 
cumplimiento de instrucciones para la ejecu­
ción de alguna operación, el Puesto podrá 
suspender su cumplimiento sin responsabilidad 
y comunicará de inmediato a el cliente, por la 
via más rápida el posible riesgo a fin de que 
éste ratifique o rectifique dichas instruc­
ciones. En caso de que no sea posible la loca­
lización del ciente o de sus representantes, el 
Puesto procederá a ejecutar la instrucción en 
los términos recibidos, sin que pueda exigir­
sele responsabilidad alguna. 

En ningún caso el Puesto estará obligado a 
cumplir las instrucciones que reciba para el 
manejo de la cuenta, si el cliente no le ha pro­
visto de los recursos o valores necesarios para 
ello, o si no existen en su cuenta saldos acree­
dores por la cantidad suficiente para ejecutar 
las instrucciones relativas. 

El contrato es claro y preciso en el sentido 
de que el Puesto cumplirá con las obliga­
ciones contenidas en el presente contrato, por 
medio de sus apoderados, agentes, depen­
dientes, asesores de inversión o ejecutivos de 
cuenta, quedando facultado además para dele­
gar total o parcialmente la realización del en­
cargo, sin necesidad de obtener el consenti­
miento del cliente, pero haciéndose responsa­
ble de la actuación del delegatorio respectivo. 

Al concluirse cada operación realizada en 
cumplimiento del presente contrato el Puesto 

entregará al cliente la totalidad del precio, me­
nos las comisiones o intereses aplicables, los 
cargos imputables a la administración de car­
tera y los montos de las compras no cancela­
das, en el plazo y términos que el Puesto 
efectúe la operación. 

El Puesto recibirá, por cada negocio realiza­
do por cuenta del cliente, una remuneración 
conforme la Tarifa de Comisiones aprobada 
por el Consejo de Directores de la BVSD, por 
concepto de comisión. 

El Puesto no podrá comprar ni vender por 
cuenta propia los valores que les hubieren sido 
confiados para su venta o que les hubieren 
sido pedidos en compra por su clientela ya 
que el mismo actúa a través de su Agente 
como un comisionista, conforme examinamos 
previamente. 

El acuerdo entre el Puesto y la Bolsa normal­
mente tendrá una duración de un ( 1 ) ano, re­
novable tácitamente por idénticos periodos 
sucesivos, si con quince (1 S) días de anticipa­
ción al vencimiento no se denuncia de forma 
escrita por una de las partes la vigencia del 
mismo. Transcurrido este ano, las modifica­
ciones de las estipulaciones acordadas se rea­
lizarán, en su caso, con el mutuo acuerdo de 
las partes. 

3,4 Entre los Agentes en la sesión de 
Operaciones; 

Conforme al Manual de Operaciones, el con­
trato de compraventa que se realiza en la 
sesión de Bolsa es perfecto desde el momento 
en que el Agente acepte el ofrecimiento de su 
colega, usando frases que asl lo demuestran 
{"Aceptada", "De Acuerdo", "Cerramos"). Se 
trata de un contrato verbal que no está reves­
tido de ningún tipo de formalidad y que será 
tratado con amplitud cuando analicemos el 
proceso operativo del negocio bursátil. 



3,5 Entre Agentes y cuentes 

Entre Agentes y Clientes no existe una rela­
ción de tipo contractual. El Puesto encarga el 
manejo de la cuenta de valores bursátiles de 
sus clientes a sus representantes físicos que 
son los Agentes de Bolsa. Las condiciones 
para el manejo de la cuenta, como vimos an­
teriormente, son 'establecidas en el contrato 
suscrito entre Pu.ésto y Cliente por lo que, 
cabría pensar que en ningún momento el 
cliente se interrelaciona con el Agente. El 
Agente se comporta en relación al cliente cual 
si fuese un funcionario bancario, el cual se en­
carga del manejo de la cuenta de sus clientes 
pudiendo ser removido en cualquier momento 
por orden del Banco, encargandole el manejo a 
otro funcionario. En Bolsa, contrario al funcio­
nario bancario, el Agente no es un empleado 
de la bolsa pero las funciones de manejo de 
cuenta pueden ser asimilables. 

Las especificaciones de las órdenes de bolsa 
son emitidas por el cliente a su agente para 
que éste conforme el marco establecido pue­
da comprar y vender sus valores y es éste el 
momento en donde establecen contacto. 

Generalmente, los clientes recurren al 
Agente encargado del manejo de su cuenta, 
para obtener infonnaciones de su cuenta pues 
consideran es la persona con mayor informa­
ción acerca de la misma. Sin embargo, el 
Agente no está '1>1igado a aconsejar a los 
clientes del Puesto a menos, que el cliente al 
momento de dar 1, 6rden exija precisiones en 
tomo a un valor determinado. En este caso, et 
Agente puede prestar las informaciones de 
carácter contable y administrativo que sean 
de su conocimiento. Pero no se le podrfa re­
prochar una depreciación posterior de los 
tttulos o valores que el Agente aconsejó com­
prar puesto que no se habrfa demostrado que 
el Agente conocla de la mala calidad del tttulo 
(5). 

4. Sanciones. Procedimientos disciplina­
rios y de resolución de conflictos. 

Es importante recalcar que si bien no existe 
legislación vigente que permita sancionar las 
faltas éticas y los fraudes cometidos por los 
intermediarios bursátiles en el ejercicio de sus 
actividades, no menos cierto es que el Regla­
mento establece que la Bolsa podrá cancelar 
la concesión de cualquier Puesto de Bolsa que 
incumpla sus obligaciones, así como someter 
ante un Jurado de Audiencias a todo interme­
diario bursátil que incurra en violaciones o fal­
tas prohibidas por el Reglamento. Más aún, es 
posible que los tribunales puedan tipificar 
como una o varias de las infracciones prescri­
tas en las leyes penales ( ej. estafa, abuso de 
confianza) cualquiera de las faltas o viola­
ciones del Reglamento cometidas por los in­
termediarios bursátiles. En este sentido, el 
nóvel mercado bursátil dominicano plantea los 
mismos retos que los avances de la in­
formática y la biogenética han planteado res­
pecto al derecho penal y al derecho civil (6). 

El Reglamento establece tres mecanismos 
para la resolución de conflictos entre las enti­
dades bursátiles y la sanción de las violaciones 
cometidas por los intermediarios de la Bolsa, 
sus representantes, empleados y ejecutivos 
de cuenta. 

El primero de estos mecanismos es el pro­
cedimiento de conciliación a cargo del Comité 
de Miembros Asesores de Conciliación, al cual 
nos hemos referido al principio, y el cual es 
procedente en los casos de disputas entre los 
Puestos cuando éstos hayan decidido some­
terse a conciliación en lugar del arbitraje. 

·El segundo mecanismo es el arbitraje que 
procede en los casos de controversias que re­
sulten de negocios bursátiles y que envuelvan 
a la Cámara de Compensación Bursátil o algún 
Puesto o empleados, ejecutivos de cuentas o 
Promotores de Valores Bursátiles Registrados . 
. También procede en las disputas entre las en-



tidades y personas mencionadas anterior­
mente y cualquier persona no miembro de la 
Bolsa. En todo caso, la disputa será resuelta 
de acuerdo con las normas del Consejo de 
Conciliación y Arbitraje de la Cémara de Co­
mercio y Producción del Distrito Nacional. Los 
contratos entre el Puesto y el Cliente, asi 
como entre el Puesto y el Agente, incluyen 
una déusula arbitral como la requerida por .la 
C.mara. Lógicamente, la instancia del arbitraje 
no impide que las partes acudan a los tribu­
nales de la República; se limita este derecho, 
sin embargo, al permitirse que los érbitros den 
un pronto remedio a las discrepancias surgidas 
evitándose asl un agotador y costoso proceso 
judicial (7). 

Un tercer mecanismo lo constituye el pro­
cedimiento disciplinario, a cargo de un Jurado 
de Audiencias compuesto de un presidente 
designado por el Consejo de Directores, quien 
seré una persona imparcial de entre los direc­
tores o empleados de la Bolsa u otra persona 
calificada, y dos personas imparciales seleccio­
nados por el Presidente de entre un grupo de­
signado por dicho Consejo. La decisión por 
mayorfa simple será definitiva y concluyente a 
menos que una de las partes apele ante el 
Consejo. Los cargos en contra del demanda­
do le serán notificados por escrito por un em­
pleado autorizado de la Bolsa o por el aboga­
do de ésta o por medio de un acto de alguacil 
a la dirección comercial o residencial, según lo 
amerite el caso, siendo esta última opción la 
""5 recomendable. 

Por último, la Bolsa podrá suspender suma­
riamente a todo Puesto que, debido a dificul­
tades financieras u operativas, ponga en juego 
la seguridad de los inversionistas, acreedores, 
la C.mara de Compensación Bursátil o la Bolsa 
misma. Asimismo, la Bolsa puede sumaria­
mente limitar o prohibir el acceso a los servi­
cios de la Bolsa a cualquier persona que haga 
peligrar la seguridad de los inversionistas, 
acreedores, los Puestos, la Cámara de Com-

pensación o la Bolsa misma. Los empleados 
de los Puestos estén expuestos a la disciplina 
y a las penalidades por cualquier acto u omi­
sión de dicha entidad asl como por sus propios 
actos u omisiones. 

5. El secreto bursátil 

Ya hemos dicho que el Agente de Bolsa 
actúa en nombre propio y por cuenta ajena y 
que, en todo momento, debe mantener en las 
más estricta confidencialidad el nombre de su 
cliente. Esta obligación de confidencialidad, 
establecida por el Artfculo 65 del Reglamento, 
se extiende también a la Bolsa, la Cámara de 
Compensación Bursátil, los Puestos, los Pro­
motores de Valores Bursétiles, los empleados 
y los ejecutivos de cuenta, quienes "asegura­
rán la confidencialidad de toda información fi­
nanciera y otra información de libre competen­
cia que obtengan en su calidad de agentes o 
entidades envueltas en el negocio de valores 
bursátiles". A esta obligación de confidenciali­
dad se le conoce en doctrina como el secreto 
bursátil. 

Más arriba referimos cuál es el fundamento 
de esta obligación de confidencialidad. Cabe 
aqui ar\adir que la única excepción al principio 
del secreto bursátil es provista por el supra­
mencionado Articulo 65 cuando expresa que 
el secreto bursátil cesa en caso de "un proce­
so legal" y/o cuando el Consejo de Directores 
solicite a los Puestos, sus empleados y ejecu­
tivos de cuentas, así como a los Agentes y 
Promotores de Valores Bursátiles información 
considerada esencial para la protección de los 
inversionistas y el público en general (Artfculo 
46 del Reglamento). 

En caso de información solicitada por el Con­
sejo, y de acuerdo con el Articulo 65 del Re­
glamento, la información confidencial seré pro­
vista en primer lugar al Presidente de la Bolsa, 
via el Director Ejecutivo de la Bolsa o un Direc­
tor designado para tal fin y que tenga facul-



tades para tomar una decisión sobre el al­
cance de la i'lformación que habrá de proveer­
sele al Consejo de Directores. 

El hecho de que las entidades bursátiles, y 
especialmente los intermediarios, estén obliga­
dos a suministrar a la Bolsa informes perió­
dicos o solicitados en nada lesiona el secreto 
bursátil, pues la Bolsa está actuando como 
ente contralor de la actividad bursátil en vir­
tud del Reglamento para la protección de los 
clientes y del público en general. 

6. El proceso operativo 

Las Bolsas de Valores persiguen fomentar la 
participación de los sectores en la economta 
por lo que el acceso al mercado bursátil no 
esti restringido sino que, por el contrario, 
está, en principio, abierto a todos los ciudada­
nos, aun a los extranjeros, sin consideración 
del monto a invertir. 

Para que un valor pueda ser admitido a co­
tización en la Bolsa de Valores de Santo Do­
mingo debe ser susceptible de negociación, es 
decir, de cesión, a tttulo oneroso entre dos 
personas morales o entre una persona moral y 
una persona física, transfiriendo la plena pro­
piedad de valores mobiliarios según la forma 
que revista y conforme los procedimientos 
simplificados del derecho comercial. 

Toda persona que desee vender un valor en 
la Bolsa deberá presentar por ante el Consejo 
de Directores su solicitud de inscripción de los 
valores bursátiles para su cotización en la Bol­
sa. Una vez es aprobada esta solicitud, deben 
pagarse los derechos de inscripción conforme 
11 tarifa establecida por la Junta de Directores 
de la BVSO. 

El Arttculo 22 del Reglamento establece que 
antes de ofrecer para la venta al póbllco los 
valores bursátiles, el emisor deberá preparar 
una circular de ofrecimiento o prospecto, la 
cual detallará todas las Informaciones que a 
tales fines requiera la Junta de Directores. 

Antes de la distribución de dichos prospectos 
entre los posibles clientes y el público en ge­
neral, los mismos deberán contar con la apro­
bación previa de la Bolsa, la cual deberá com­
pletar la revisión y estudio de los mismos en 
un periodo no mayor de 30 días. 

6, 1 Instrumentos cotizables en Bolsa 

En las Bolsas de Valores se opera con: (i) 
tftulos de renta variable tales como las ac­
ciones de sociedades comerciales, (ii) jnstru­
mentos de renta fija, o t itulos representati­
vos de obligaciones a mediano y largo plazo, 
como son los emitidos y garantizados por el 
Estado, por Bancos Comerciales, entidades fi­
nancieras, y cuyo propósito es financiar acti­
vidades productivas, construcción de vivie~ 
das y en general actividades de desarrollo 
económico y, (iii) con instrumentos de lnter­
mediacj6n floaocieca que son aquellos instru­
mentos representativos de obligaciones a cor­
to plazo que pueden o no ser reajustables 
tales como, los pagarés de instituciones fina~ 
cieras y los tttulos-valores. 

El arttculo 12 de los Estatutos Constitutivos 
de la Bolsa de Valores de Santo Domingo, lnc., 
establece los valores objeto de transacciones 
bursátiles en la Bolsa: 

a) Certificados de Acciones, obligaciones y 
demás valores de cartera emitidos por com­
pat\tas y entidades que cumplan con las condi­
ciones y requisitos estipulados en los Regla­
mentos dictados a tal fin por el Consejo de 
Directores. 

Las acciones son lntrumentos de renta va­
riable que confieren al titular del mismo princi­
palmente derechos sobre la repartición de los 
beneficios sociales y en la toma de decisiones 
de la sociedad conforme el principio de que 
cada acción da derecho a un voto, es decir, el 
accionista conforme el número de acciones 
que posea pasa a ser propietario de partes de 
la empresa. 



b) lltulos de Deuda Pública, legalmente emi­
tidos por las autoridades nacionales, munici­
pales o entidades autónomas del Estado, 
cuando su cotización en la Bolsa sea autoriza­
da por las instancias oficiales correspon­
dientes. 

c) Los bonos o valores emitidos por enti­
dades o sociedades estatales, que hayan sido 
autorizados a ser cotizados en Bolsa, por las 
autoridades competentes. 

De estos instrumentos, los más comunes 
son las cédulas hipotecarias emitidas por ban­
cos hipotecarios; los bonos agroindustriales 
emitidos por el Banco Agrícola; y los bonos 
agroforestales. la mayoría de estos bonos 
llevan un tipo de interés por debajo del merca­
do .pero ofrecen ventajes fiscales que incluyen 
la restabilidad de la utilidad imponible en la in­
versión inicial; y los ingresos por intereses li­
bres de impuestos si los bonos tienen un 
minimo de cinco at\os. 

d) lltulos-valores emitidos por instituciones 
financieras, autorizadas por las leyes vigentes 
a colocar los mismos; cuando se cumplan los 
requisitos para su inscripción en el Registro de 
la Bolsa; 

e) Otros titulas-valores, contratos y papeles 
comerciales, que puedan legalmente nego­
ciarse en oferta pública; si se acogen las re­
gulaciones dictadas al respecto por el Consejo 
de Directores de la Bolsa. 

Nuestro Código de Comercio no utiliza la de­
nominación de titulas valores que aparece en 
el Reglamento y el Manual de Operaciones, y 
el mismo se refiere a éstos como "efectos de 
comercio". la doctrina espat\ola los define 
como aquellos documentos que, de forma lite­
ral, Incorporan un derecho autónomo ejercita­
ble mediante su posesión legitima (6). 

Los titulas valores han experimentado una 
gran expansión en la sociedad moderna debido 
en gran parte, al masivo empleo de los docu­
mentos que lo representan y a que los mismos 
facilitan la circulación de los bienes, al reflejar 

•• un derecho visible, perfectamente configurado 
por su literalidad. los más utilizados son la le­
tra de cambio, el cheque y el pagaré. Estos 
titulas, de amplio contenido económico, con­
fieren a su legitimo poseedor el derecho a exi­
gir una cantidad de dinero. Por su fácil circula­
ción constituyen uno de los instrumentos más 
utilizados en las negociaciones bursátiles. 

6.2 La negocjacjón en la Bolsa 

6.2. 1 Contacto cliente-negociación 
bursátil. 

Tanto el cliente que desee vender sus va­
lores inscritos como el que desee comprar va­
lores cotizables en la Bolsa de Valores de San­
to Domingo debe acudir a alguno de los 
Puestos, debiendo: 

a) Suscribir un Contrato con el Puesto de 
Bolsa mediante el cual otorgue al Puesto un 
mandato para que, en su nombre y represen­
tación, pueda efectuar actos de comercio con­
sistentes en Cllmprar y/o vender acciones, 
obligaciones, bonos y en general valores admi­
tidos a cotización ·por la Bolsa. El Puesto ma­
nejará la cuenta de valores conforme las ins­
trucciones que reciba de su cliente y entre­
gará el manejo de la misma a su representante 
tísico, el cual como hemos expresado antes, · 
es el Agente. 

b) Emitir la Orden de Bolsa correspon­
diente. la Orden de Bolsa es el acto por el 
cual una persona, que desea vender o comprar 
en una Bolsa de Valores, encarga directa o in­
directamente a un Agente de Bolsa para que 
ejecute la operación bursátil. En nuestro siste­
ma bursátil, la orden es indirecta ya que el 
cliente suscribe el contrato con el Puesto de 
Bolsa y es a través de éste que el Agente re­
cibe la orden para el manejo de la cuenta de 
valores del cliente. 

la Orden dada por el cliente al Agente 
deberá especificar: 



- Nombre del cliente 
- Cédula de identificación personal 
- Fecha y hora de recepción de la orden 
- Especificación de tipo de orden, es decir, si 

se trata de una orden de Compra o de Venta 
- Descripción del valor en cuestión -Cantidad 
- Precio. 
El precio podrá especificarse como: 
precjo de mercado, es el precio vigente en 

el piso o "rueda". El cliente está dispuesto a 
aceptarlo al momento en que el Agente ejecu­
ta la orden; o, 

precio llroite, es el precio que el cliente in­
dica al Agente como precio máximo aceptable 
en caso de compra, o el precio mínimo que 
éste debe aceptar en caso de venta. 

En caso de que la orden no especifique 
nada, se entenderá que la misf!1a es a "precio 
de mercado". 

- Condición de liquidación. Las condiciones 
de liquidación pueden ser: 

PH (pagadera hoy): debe liquidarse el mis­
mo dta del cóntrato, antes de las 3:00 P.M. o 
la hora de cierre· vigente para los bancos co­
merciales; 

PM (pagadera mai\ana): pagaderas el 
próximo dta hábil a la fecha en que la transac­
ció~ fue contratada. 

AC (al contado): pagaderas el segundo dta 
hábil bursátil después de realizada la transac­
ción. 

En caso de no especificarse las condiciones 
de liquidación, se entenderá que la condición 
de liquidación es AC, al contado. 

- Plazo de validez de la orden: 
Orden para el día: esta orden se cancela 

automáticamente si no es ejecutada en el día 
en que es emitida al Agent~; 

Orden para plazo determinado: esta 
orden deberá ser ejecutada dentro del tiempo 
especificado por el cliente. En caso de no eje­
cución dentro del plazo determinado la orden 
es cancelada automáticamente; 

Orden permanente: permanece válida 

hasta que el Agente la ejecute o hasta que el 
cliente la cancele. 

- Cualquier instrucción párticular que el 
cliente estime conveniente impartir al Agente 
en relación a la orden. 

Si se trata de un cliente vendedor, le entre­
gará al Agente el titulo respectivo para una re­
visión preliminar de la legitimidad del mismo, y 
el Agente le manifestará en forma tentativa el 
precio de venta, el cual estará influenciado por 
las cotizaciones anteriores y la oferta y la de­
manda del momento. 

Si el cliente es comprador, el proceso que se 
sigue es el siguiente: entrega a su Agente el 
monto correspondiente a su inversión y reci­
birá asesoría soQre las diferentes alternativas 
existentes en el mercado de Bolsa. 

6,2,2 La participación en la Sesión de 
Qperaciones, 

El Agente se presentará a la Sesión de Ope­
ración de la Bolsa, la cual será una vez a la se­
mana o con la frecuencia que establezca el 
Consejo de Directores, en el local de la Bolsa, 
ofreciendo a la venta el titulo que le ha dado 
su cliente vendedor, o bien buscando la alter­
nativa de inversión para el cliente comprador, 
para lo cual indicará la clase de tttulo, plazo, 
emisor y rendimiento. 

Conforme a lo establecido por el Articulo 25 
del Reglamento, todas las órdenes que origi­
nen los Puestos serán ejecutadas en las se­
siones de operaciones única y exclusivamente 
por Agentes debidamente autorizados por sus 
Puestos. Los Agentes podrán ejecutar las 
órdenes de los Puestos con los que esún ~ 
ciados asf como las de otros Puestos que les 
refieran sus órdenes para fines de ejecuci6n. 
~n uno u otro caso, se indicará el nombre del 
Puesto que origina la orden para fines de ~ 
pensación. 

Esta disposición tiene su origen y fundamen­
to en el carácter exdusivo otorgado a los 



agente~ de cambio como intermediarios en las 
operaciones bursátiles por el Artículo 76 del 
Código de Comercio que establece que los 
agentes de cambio son los únicos que t ienen 
derecho de intervenir en las negociaciones de 
los efectos públicos, y otros cualesquiera ne­
gociables, de hacer por cuenta de otro las ne­
gociaciones de las letras de cambio o de paga­
rés, y todo papel comercial y de certificar su 
curso. 

El Coordinador de Subasta, nombrado por el 
Consejo de Directores, establece el . precio de 
apertura de cada sesión, determinado por la 
BVSD y controla el sometimiento de cotiza­
ciones a fin de promover una negociación or­
denada. 

El Consejo de Directores determinará el pro­
cedimiento a seguir para 1~ conducción de la 
subasta. 

6.2.2.1. Comercialización de acciones. 

En la comercialización de acciones podrá se­
guirse uno de los métodos siguientes: 

a) Método por orden de llamada o a 
"viva voz". Se negociará un valor bursátil a 
la vez, siendo el Consejo de Directores quien 
determinará la secuencia de la negociación ya 
sea por orden • alfabético, por industria o por 
actividad. El Coordinador de Subasta fijará un 
precio de la primera transacción del valor 
bursátil que se negocie y todas las demás 
órdenes serán entonces ejecutadas por de­
mandas y ofertas subsecuentes. Luego de la 
rotación inicial de todos los valores bursátiles, 
y en el caso de que hayan arribado nuevas ór­
denes durante la sesión de operaciones, un 
Agente podrá solicitar que se reinicien las 
operaciones con un valor bursátil determina­
do. 

b) Método contfnuo. El Consejo de Di-
rectores dividirá la lista en secciones de hasta 
1 O vatores bursátiles, seleccionados, por in­
dustria, actividad, etc. Cada sección habrá de 

negociarse en distintas jornadas bursátiles de 
la sesión o en una área física diferente, depen­
diendo del nivel de actividad y de la cantidad 
disponible de Agentes. El objetivo de este 
fraccionamiento de la lista es permitir que re­
sulte factible al Coordinador de Subasta con­
trolar la negociación continua de una cantidad 
de valores bursátiles simultáneamente. El Co­
ordinador de Subasta fijará el precio de la 
primera transacción de cada valor bursátil, de­
jando abierta la jornada bursátil, según sea 
factible; las mejores cotizaciones, los ofreci­
mientos y los precios de venta finales serán 
anunciados en una pizarra. 

6.2.2.2. Comercialización de títulos de 
renta fija. 

Las propuestas de compra y venta serán he­
chas por los corredores "a viva voz", o sea en 
voz alta, con el objeto de permitir la participa­
ción del mayor número de Agentes posible. 

Una vez la oferta es aceptada, los Agentes 
contratantes deben recurrir al funcionario · de 
la Bolsa encargado de llenar los contratos de 
operación, al cual le suministran todos los da­
tos de la negociación; generales del título, va­
lor, plazo, tasa de interés, fecha de pago de 
los intereses, días de vencimiento, periodici­
dad de pago de los intereses, denominaciones 
y toda información que permita la más exacta 
identificación de la transacción. Los Agentes 
contratantes deben entonces firmar el Contra­
to de Operación. 

Los contratos de operaciones debidamente 
firmados por los Agentes deben pasarse al ofi­
cial de Bolsa encargado de "pregonar" a viva 
voz las transacciones. Este "pregonador" indi­
cará todas las caracteristicas particulares de 
la transacción para que el funcionario "anota­
dor" vaya colocando en la pizarra dichas par­
ticularidades. 

La transacción se dejará en pizarra por un 
periodo de 30 segundos, para permitir que 



cualquier otro corredor pueda mejorar el pre­
cio de compra u ofrecer un precio de venta 
menor. En caso de no ocurrir dicha interven­
ción, la transacción será declarada "Operación 
cerrada". 

Si algún otro corredor mejora la oferta o la 
demanda, se interrumpirá la operación prego­
nada y la operación se rematará al menor 
postor, mediante el sistema de "pujas". 

Las "pujas" deben hacerse a "viva voz" y 
ser comunicadas al oficial "pregonador", quien 
las· hará de conocimiento público a través de 
los altos parlantes, haciendo explícito el nuevo 
precio del valor bursátil en cuestión. 

Una vez anotada la transacción, se procede 
a cerrarla y el precio y la cantidad aparecerán 
entre paréntesis en la pizarra. 

Los contratos de operaciones cerradas son 
firmados por el Coordinador de Subasta, auto­
rizando con ello la liquidación de la operación 
correspondiente. 

Este sistema que se aplica en las opera­
ciones para la compraventa de títulos tiene su 
fundamento en la necesaria transparencia de 
las operaciones bursátiles y el libre de flujo de 
información. Al exigirsele al Agente pregonar a 
viva voz su posición de comprador o vende­
dor, se persigue que los demás corredores le 
hagan las proposiciones del caso. El Agente 
comprador, tendrá la obligación de comprar lo 
más barato posible, y el vendedor deberá con­
tratar lo más caro posible. A la hora de la 
sesión los Agentes discuten entre sf, defen­
diendo sus posiciones y buscando proteger a 
su cliente. Ningún Agente puede actuar por 
cuenta propia. 

Como se indicó anteriormente el Contrato 
de operación es llenado con todas las carac­
terfsticas del tftulo valor, tales como: clase de 
tftulo, emisor, tasa nominal (neta), interés 
acumulado, fecha de vencimiento, número de 
tftulos a vender, cantidad, rendimiento, si es 
operación ordinaria, a hoy o a plazo y cual­
quier caracter1stica que afecte el rendimiento 

y/o la legitimidad del título. Esta a su vez es 
pregonada por medio de un equipo de sonido 
para que todos los corredores presentes pue­
dan enterarse de lo que se está vendiendo. 
También es anotado en pizarras, para que 
pueda consultarse la información relevante. 

El objetivo de este proceso es que exista to­
tal información y que sean los factores de 
oferta y demanda los que establezcan el rendi­
miento. 

6.2.3 Liauidación de contratos 

Con el fin de proteger a los clientes de si• 
tuaciones de insolvencia temporal o fraude 
que pudieran darse durante el proceso opera­
tivo, el Reglamento prevee el establecimiento 
de una Cámara de Compensación Bursátil y 
Central de Valores de la Bolsa ( de ahora en 
adelante, la "Cámara de Compensación"). Esta 
Cámara de Compensación podrá ser ~ntrata­
da a través de un banco de reconocida solven­
cia o podrá ser creada por el Consejo de Direc­
tores. 

La Cámara de Compensación servirá para li­
quidar, dentro del marco de la mayor discre­
ción, todas las transacciones cerradas entre 
los Agentes en las sesiones de bolsa. Al mis• 
mo tiempo, la Cámara de Compensación ·ac­
tuará como Central de Valores y, a tales fines, 
recibirá, entregará, y custodiará los valores 
bursátiles y el dinero en efectivo depositados 
en ella por los Puestos a cuenta propia o por 
cuenta de los clientes; confirmará con breve­
dad y presteza con cada una de las partes; 
rendirá estados de cuenta según lo requieran 
el Reglamento; y cobrará dividendos y otras 
asignaciones; y tendrá la responsabilidad de 
controlar y llevar adecuadamente los regis­
tros. 

cada Puesto será responsable financiera­
mente frente a la Cjmara de Compensación. 
una vez cerrado cualquier contrato celebrado 
en la Bolsa, por el pago a tiempo en c:lnero o 



entrega de valores bursátiles por parte de sus 
clientes. 

Los Puestos mantendrán en depósito en un 
Fondo de Liquidación con la Cámara de 
Compensación una suma equivalente a un diez 
por ciento (1096) del promedio diario de cue~ 
tas y documentos por cobrar que adeuden di­
cha entidad y sus clientes a dicha Cámara du­
rante el mes precedente, como garantia 
contra un incumplimiento de pago. En caso 
de que un Puesto falle en pagar alguna cuota 
y su depósito en el Fondo de Liquidaciones re­
sultase insuficiente para cumplir sus obliga­
ciones con la Cámara de Compensación, la de­
ficiencia sera cubierta por el Fondo de 
Liquidaciones en proporción a los depósitos 
que mantengan otros Puestos en dicho Fondo. 

El Fondo de Liquidación podré cubrir, hasta 
donde sea posible, los saldos que resulten del 
incumplimiento por parte de algun miembro, 
cuando tales saldos no alcanzaren a ser satis­
fechos con el balance de su cuenta. El Puesto 
culpable será responsable ante la Bolsa y 
deberá reintegrar al Fondo cualquier sima que 
por su culpa hubiese sido necesario tomar de 
él, mis un interés y penalidad de acuerdo con 
lo que juzgue el Consejo de Directores. 

El Consejo de Directores podré aprobar el 
que un Puesto que asf lo solicite maneje las 
cuentas de sus clientes a través de una cuen­
ta colectiva con la Cámara de Compensación, 
la que procesara las transferencias, suscrip­
cines y dividendos. 

CONCLUSIONES 

Finalizado este somero análisis del marco 
jurfdico y el funcionamiento de la Bolsa de Va­
lores de Santo Domingo, solo nos resta con­
cluir a manera de recomendaciones de la ma­
nera siguiente: 

1. Es precise que una vez se hayan sentado 
usos jurfdicos constantes y permanentes en el 
funcionamiento de la Bolsa, se dicte una Ley 

de Mercado de Valores tomando en cuen­
ta el Reglamento y el Manual de Operaciones 
de la BVSD, y las sugerencias de intermedia­
rios y clientes. Esta ley, aparte de regular 
todo lo relativo al funcionamiento de la Bolsa, 
debe establecer sanciones penales contra los 
intermediarios y clientes que se involucren en 
actuaciones fruadulentas, dolosas o no éticas. 
El modelo de bolsas privadas organizadas den­
tro del marco de las Cámaras de Comercio de 
cada provincia seria el más aconsejable pues 
ha sido el más exitoso en paises de mercados 
financieros semejantes al dominicano. 

2. Se deben crear las condiciones para es­
tablecer varias formas de incentivos fiscales 
que promuevan el desarrollo del mercado de 
valores, tales como la eliminación del doble 
impuesto de los dividendos, y las exenciones 
fiscales para las compai'\ias que sometan va­
lores a cotización en Bolsa. Hasta qué punto 
estas medidas coliden con los criterios preva­
lecientes en el diseno de la reforma fiscal es 
algo que debe ponderarse debidamente. 

3. Tanto la Bolsa como los intermediarios y 
clientes deben avocarse a un plan de educa­
ción y promoción que instruya al público y a 
los inversionistas potenciales respecto a los 
conceptos financieros básicos pertinentes al 
mercado de valores. Esto puede lograrse a 
través de seminarios, cursos, ta~res, publica­
ciones y visitas a la Bolsa. 

Estas medidas, sin duda, contribuirán al éxi­
to de la Bolsa. No se debe olvidar, sin embar­
go, que este éxito no podré lograrse hasta 
tanto el pais no se avoque a una reforma 
económica estructural que encamine a la 
nación de una vez por todas por los senderos 
del desarrollo integral y en equidad. Esto 
cuesta persistencia y quizás lo más impor­
tante, tiempo que es la base más consistente 
para la experiencia. En nuestras manos, esté 
pues la consolidación de' la Bolsa en República 
Dominicana. 
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JUPJSPRUDENCIA 

SENTENCIA DEL 
31 DE ocrt.,'13RE DE 1990. 

Civil 

COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE 
PAZ EN MATERIA DE 

INQUILINA TO 

... La Suprema Cone de Justicia, después de 
haber deliberado y vistos los textos legales in­
vocados por el recurrente y los anículos 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da y en los documentos a que ella se refiere 
consta: a) que con motivo de W1a demanda en 
referimiento en suspensión de ejecución de 
sentencia. la Cámara de lo Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó 
el 4 de noviembre de 1987, una resolución 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Rechaza las conclusiones presen­
tadas en audiencia por Promociones Antilla­
nas, S. A., parte demandada, por los motivos 
ante~ señalados; SEGUNDO: Acoge las con­
clusiones presentadas en audiencia por RSA, 
parte demandante, por ser justas y reposar en 
prueba legal, y en consecuencia ordena la sus­
pensión de la ejecución de la sentencia dictada 
en fecha 14 del mes de septiembre del año 
1987, por el Juzgado de Paz de la Primera Cir­
cun~pción del Distrito Nacional; por los 
mottvos antes señalados; TERCERO: Condena 
a la parte dem~dada al pago de las ~stas, or­
denando su distracción en provecho de los 
Ores. Manuel de Jesús Muñiz Féliz y Ramón 
Emilio Concepción, que afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte; CUARTO: Orde­
na la ejecución provisional y sin fianza de la 
presente ordenanza, no obstante cualquier re­
curso que se interponga contra la misma"; b) 
que sobre el recurso interpuesto intervino la 
sentencia ahora impugnada y cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declarar 

regular en la forma el recurso de apelación in­
tentado por la sociedad comercial Promo­
ciones Antillanas, S.A., contra la ordenanza de 
fecha cuatro (4)ae noviembre de 1987 dictada 
por el Juez Presidente de la Cámara Civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na­
cional, en funciones de Juez de los Referi­
mientos, por. haber sido interpuesto dicho re­
curso conforme al plazo y demás formalidades 
legales; SEGUNDO: Desestima la instancia de 
reapenura de los debates dirigido en fecha 
nueve (9) de diciembre de 1987 por el intima­
do Sr. RSA, por intermedio de sus abogados 
constituídos Doctores J. O. Viñas Bonnelly, 
Manuel de Jesús Muñiz Féliz y Ramón Emilio 
Concepción, por improcedente y frusttatorio; 
TERCERO: Ratifica el Defecto pronunciado 
en audiencia contra el señor RSA, parte inti­
mada, por falta de concluir; CUARTO: Rela­
tivamente al fondo, acoger las conclusiones 
formuladas en audiencia por Promociones An­
ti_llanas, S. A., parte apelante, y en consecuen­
cia esta Cone actuando por autoridad de la ley 
y contrario imperio Revoca en todas sus panes 
la ordenanza de referimiento de fecha cuatro 
(4) de noviembre de 1987 dictada por el Juez 
Presidente de la Cámara Civil y Comercial de 
la . Primera C~unscri~i~n del Juzgado de 
Primera lnstanCJa del Distnto Nacional en fun .. 
cio~es de Juez de los Referirnientos, por los 
monvos expuestos precedentemente; QUIN­
TO: Condena al scftor RSA, parte intimada 
que sucumbe, al pago de las costas con distrac­
ción de las mismas en provecho de los Ores. 
Rafael Astacio Hcmández y Rubén H. Astacio 
Ortíz, abogados que afirman haberlas avama­
do en su totalidad; SEXTO: Comisiona al mi­
nisterial Rogelio Capellán Adames, Alguacil 
de Estrados de la Cone de Apelación de Santo 
Domingo, para la notificación de esta senten­
cia"; 

Considerando, que el recurrente piopoue 
con~a la senten~ia im1;,ugnada los siguientes 
medios de casación: Primer Medio; Violación 
a las re~as generales de la orientación juris­
prudencial: a) en cuanto a la concesión de Re­
apenura de Debates; b) en cuanto a competen-



cía para conocimiento de demandas en Desalo­
jo cuando no sea por falta de pago de alquiler; 
Sc~ndo Medio: Violación. por no aplicación. 
de los arts. 214 y siguientes. hasta el art 217, 
del código de procedimiento civil; Tercer Me­
d,i,Q: Violación, por falsa aplicación, del art. 
137, párrafo 2do., de la ley No. 834, modifi­
cando el código de procedimiento civil; Cuarto 
Medio: Falta de base legal; Quinto Medio: Fal­
ta o ausencia total de motivos. en un aspecto, y 
falsa motivación en otro aspecto; 

Considerando, que en su primer medio el re­
currente alega en síntesis: a) que es inexplica­
ble la posición de la Corte a QYª negándose a 
conceder al recurrente la reapenura de los de­
bates tratándose de la prueba documental de 
un hecho nuevo, como fue la presentación for­
mal de una intimación formulada a Promo­
ciones Antillanas. S.A., en relación a si per­
sistía en el uso del documento suscrito por ella 
como avenir de audiencia, que en base a ese 
documento afectado de reconocida falsedad la 
recurrida obtuvo el defecto del recurrente de 
manera irregular por lo que la sentencia es sus­
ceptible de ser casada; b) que la demanda en 
desalojo que no tiene como fundamento la fal­
ta de pago de alquileres es de la exclusiva 
competencia de los tribunales ordinarios y que 
esta incompetencia por ser de orden público 
puede ser invocada por primera vez en casa­
ción, lo que hace anulable la sentencia por este 
vicio; pero, 

Considerando, en cuanto al contenido de la 
letra a) que el examen de la sentencia impug­
nada pone de manifiesto que la Corte L.QWl 
para rechazar la solicitud de reapenura de de­
bates expuso en síntesis: "que en cuanto a la 
instancia de reapertura de los debates dirigida 
en fecha 9 de diciembre de 1987, por el inti­
mado Sr. RSA ... , esta Corte la desestima por 
improcedente, inútil y frustratoria. porque para 
justificar la procedencia de la medida solicita­
da no son suficientemente contundentes para 
que la Corte pueda d~ucir de ellas que el de­
fecto por falta de concluir en que incurrió di­
cha parte al no asistir sus abogados a la au_. 
diencia del día 2 de diciembre de 1987, se 

debió a una irregularidad en la notificación del 
acto recordatorio o avenir de fecha 25 de no­
viembre de 1987 y porque no fue incluido en 
la referida instancia ningún documento nuevo 
capaz de determinar alguna variación en lo de­
cidido por la Corte en la mencionada senten­
cia"; 

Considerando, que por lo expuesto prece­
dentemente es obvio que la Corte a gua actuó 
correctamente al rechazar la solicitud de rea­
pertura de debates, dada la circunstancia de 
que el solicitante no aportó ningún documento 
que justificara la concesión de la medida, en 
consecuencia el alegato que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al contenido de la 
letra b) que de conformidad con lo que esta­
blece el párrafo 2 del artículo 1 del Código de 
Procedimiento Civil, "Los Jueces de Paz cono­
cen sin apelación, hasta la suma de quinientos 
pesos y a cargo de apelación por cualquier 
cuantía a que se eleve la demanda: de las ac­
ciones sobre pago de alquileres o arrendamien-
tos, de los desahucios ... de los lanzamientos y 
desalojos de lugares ... "; que el decreto No. 
4807 de 1959 sobre Control de Alquileres y 
Desahucios sólo exceptúa de la competencia 
de los jueces de paz los casos en que se soli­
cite el inmueble para su reparación, reedifica­
ción o nueva construcción según el artículo 4 y 
el párrafo e) del mencionado decreto; en con­
secuencia, el Juzgado de Paz apoderado era 
competente para conocer la demanda en desa­
lojo basada en que el inmueble será ocupado 
por el propietario, o su cónyuge, o por pa­
rientes de uno de ellos, y los demás parientes 
indicados en el artículo 3 de dicho decreto, por 
lo que los alegatos que se examinan carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en su segundo medio de 
casación el recurrente alega en síntesis: que el 
artículo 215 del Código de Procedimiento Ci­
vil señala que quien tenga interés en ello debe 
notificar y conceder un plazo de ocho días a la 
parte contraria para que declare si va a hacer 
uso del documento propuesto como falso, 
completando esta disposición lo que establece 
el artículo 217, autorizando al demandante a la 



petición de audiencia para la declaratoria del 
proceso de que se trate; que la recurrida debió 
Uenar el cometido legal de informar que se­
guirían haciendo valer el acto de avenir que se 
impugnara; que el acto se notificó en el estu­
dio de los abogados constituidos por el recu­
rrente y con alegación de haberse hablado con 
una persona con la cual el bufete no tiene rela­
ción alguna; que se ha violado el derecho de 
defensa del recurrente, al negarle la reapertura 
de debates en la cual sometería los puntos de 
vista legales en la que haría valer la prueba de 
que no había sido citado para la audiencia del 
día 2 de diciembre de 1987, situación que en 
manera alguna podía alegar la Corte descono­
cer, en presencia de los documentos sometidos 
tales como la copia de la propia notificación, 
la copia de la constitución de abogados,la co­
pia de la intimación a los fines de la inscrip­
ción en falsedad, no contestada, documentos y 
hechos nuevos para mérito de la propia reaper­
tura de debates; pero, 

Considerando, que el examen de la senten­
cia y del expediente pone de manifiesto: que la 
audiencia en la que se conoció el recurso de 
apelación de la recurrida fue celebrada el 2 de 
diciembre de 1987, y la intimación del recu­
rrente para que se abstuviera de hacer ·uso del 
acto recordatorio para la audiencia antes 
seftalada, lo fue el día 9 de diciembre de 1987, 
es decir después que el litigio estaba en estado 
de recibir fallo; que la Corte i.Jlll3 rechazó la 
solicitud de rcapertura de debates bajo el fun­
damento como se ha dicho anteriormente, de 
que no se habían aportado documentos nuevos 
que justificaran dicha medida; que por otra 
parte el hecho de que en la solicitud de la rca­
pertura de debates aportaran la copia del acto 
recordatorio evidencia que ese acto llegó a ma­
nos de los abogados constituidos por el recu­
rrente, por tanto es obvio que en la sentencia 
no se ha incurrido en los vicios y violaciones 
denunciados y el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en su tercer medio el re­
currente alega en síntesis: que el artículo 157 
de la Ley No. 834 de 1978, que modificó el 
mismo artículo del Código de Procedimiento 

Civil autorizó la suspensión de la sentencia 
sólo en dos casos, lro. si está prohibida por la 
Ley y 2do. si hay riesgo con consecuencias 
manifiestamente excesivas; que en este caso la 
suspensión de la sentencia de primer grado no 
estaba prohibida por la Ley y era una facultad 
del juez de los Referimientos concederla como 
ocurrió en la especie; que hay un riesgo exce­
sivo conceder la ejecución provisional de una 
sentencia, sobre todo con las pruebas que fue­
ron sometidas y que hacen anulable la senten­
cia u ordenanza de referimiento; pero, 

Considerando, que la Corte A..W para revo­
car la ordenanza del Juez de Primer Grado juz­
gando en referimiento expresó lo siguiente: 
"Que si bien el presidente del tribunal de pri­
mera instancia, estatuyendo en referimiento en 
el curso de un recurso de apelación, puede de­
tener la ejecución provisional de la sentencia 
cuando ha sido ordenado en caso prohibido 
por la ley, o cuando a su juicio, su ejecución 
provisional conlleva riesgos de consecuencias 
manifiestamente excesivas para el recurrente. 
éste no puede sin excederse en sus poderes. 
ordenar la suspensión de la ejecución provi­
sional de una sentencia cuando como en el 
caso presente, la fuerza ejecutoria provisional 
de la decisión es de pleno derecho porque está 
expresamente señalada por la ley"; y agrega, 
"que estos poderes del presidente del tribunal 
de primera instancia para ordenar en referi­
miento la suspensión de la ejecución provi­
sional de una sentencia, están consagrados en 
los artículos ·137, 138 y 139 de la Ley No . . 834 
de fecha 19 de julio de 1978, textos legales 
que contemplan esa facultad del funcionario 
judicial mencionado, únicamente cuando la 
ejecución provisional de la decisión ha sido or­
denada en caso prohibido por la ley, o cuando 
el presidente del tribunal de primera instancia 
estima que la ejecución provisional de la sen­
tencia conlleva riesgos de consecuencias mani­
fiestamente excesivas para el recwrente"; y 
continúa expresando la sentencia, "que no ha­
biéndose comprobado por ante la jurisdicción 
del Juez de los Referimientos, que la actual re­
currente Promociones Antillanas, S.A., baya 
violado el derecho de defensa del intimado Sr. 



RSA, en el transcurso del procedimiento de 
desahucio iniciado enfecha 25 de enero de 
1984 por ante el Control de Alquileres de Ca­
sas y Desahucios, ni en la instancia ventilada 
en el Juzgado de Paz de la Primera Circuns­
cripción que culminó con la sentencia de fecha 
14 de septiembre de 1987, el Presidente del tri­
bunal de primera instancia en funciones de re­
ferimiento, no podía en esas atribuciones pon­
derar la concurrencia de los elementos del 
peligro y la urgencia para fundamentar su de­
cisión de suspender la ejecución provisional de 
la sentencia recurrida, por cuanto esta decisión 
tuvo su origen en un procedimiento de desahu­
cio intentado por la actual recurrente contra el 
intimado RSA en base al Decreto No. 4807 de 
fecha 16 de mayo del año 1959 y como las de­
cisiones rendidas por nuestros Juzgados de Paz 
como resultado de este tipo de procedimiento, 
están investidas de ejecutoriedad provisional 
por la legislación que regula la materia en 
nuestro país, muy particularmente por el 
artículo Primero, Párrafo Segundo, del Código 
de Procedimiento Civil, cuando señala expre­
samente que las sentencias dictadas por los 
Juzgados de Paz en materia de lanzamientos y 
desalojos de lugares son ejecutorias provisio­
nalmente no obstante cualquier recurso que se 
interponga contra ellas, el Presidente del tribu­
nal de primera instancia solo tiene competen­
cia para suspenderla en su ejecución provi­
sional, juzgando en atribuciones de referi­
miento, cuando se compruebe que la decisión 
recurrida ha sido pronunciada en violación del 
derecho de defensa de la recurrente"; y final­
mente agrega,"que por lo anteriormente ex­
puesto, esta Corte reitera su criterio en el senti­
do de que el Juez de primer grado en 
funciones de referimiento, no podría decidir 
favorablemente sobre la demanda en suspen­
sión de ejecución de la sentencia de desahucio 
ya mencionada, procediendo en consecuencia 
acoger las conclusiones de la recurrente Pro­
mociones Antillanas, S.A., y por consiguiente, 
revocar la decisión apelada por ser violatoria 
del precepto legal mencionado"; 

Considerando, que la apreciación de si la 
ejecución de una sentencia entraña riesgos ex,-

cesivos para la persona contra quien se ordena 
esa ejecución, es una cuestión de hecho que 
entra dentro de las facultades soberanas de los 
jueces del fondo, lo que escapa a la censura de 
la casación; en consecuencia el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser de­
sestimado; 

Considerando, que en su cuarto y quinto 
medios que se reúnen para su examen el recu­
rrente alega en síntesis: que la Corte I...Ql,lA no 
dio motivos para los planteamientos ~n cuanto 
al proceso de la inscripción en falsedad admiti­
da por la recurrida al incurrir en una afirma­
ción de no querer hacer uso del documento 
que le sirviera de base a la toma de un defecto 
y a la obtención de una revocación de la sen­
tencia de primer grado violando con ello el 
derecho de defensa; que la Corte l.W no hizo 
los señalamientos en relación con los riesgos 
de la ejecución de la sentencia, que ella estaba 
en la obligación de dar los motivos para justi­
ficar su fallo, lo que hace la sentencia casable; 
pero, 

Considerando, que el examen de la senten­
cia pone de manifiesto que lo alegado por el 
recurrente fue decidido por la Corte a filf al 
rechazar la solicitud de reapertura de los de­
bates como se ha expuesto en otra parte del 
cuerpo de esta sentencia y para lo cual dio mo­
tivos suficientes y pertinentes que justifican lo 
decidido y que han permitido a la Suprema 
Corte de Justicia verificar como Corte de Ca­
sación que en la especie se hizo una COITCCta 
aplicación de la Ley, en consecuencia los me­
dios que se examinan carecen de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza. .. 



SENTENCIA DEL 
10 DE JULIO DE 1991 

Administrativo 

INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
REGLAMENTO DE LA ASOCIACION 
MEDICA DOMINICANA PARA LA 

SELECCION DE LOS MEDICOS 
POR CONCURSO 

... La Suprema Corte de Justicia, después de 
haber deliberado y vistos los textos legales in­
vocados por el recurrente y los artículos 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da y en los documentos a que ella se refiere 
consta lo siguiente: a) que en fecha 11 de di­
ciembre de 1984, el jurado de la Secretaría de 
Estado de Salud Pública y Asistencia Social, 
dictó una Resolución, con respecto al Concur­
so para el cargo de Jefe del Servicio de Con­
sulta Externa del Hospital de Maternidad 
Nuestra Señora de la Altagracia, cuya parte 
dispositiva es la siguiente: "1) Reconocer que 
la Dra. L. Ch. de P. es Especialista en Gineco­
Obstetricia de acuerdo con lo estipulado en el 
Acápite E del Art. 29 del reglamento de con­
curso. 2) Considerar que la Dra. L. Ch. de P. 
no cumple con los requisitos establecidos por 
el Art. 34 para optar para el cargo de Jefe de 
Servicio; 3) Considerar que de acuerdo con el 
texto del Acápite E del Artículo 29 en la única 
circunstancia en que médicos que hayan labo­
rado 5 años o más en un departamento ininte­
rrumpidamente son aptos para concursar como 
especialistas es aquella en la cual se trate de 
un concurso para médico ayudante especialis­
ta. 4) Considerar que al revisar los requisitos 
para optar para el cargo de Jefe de Servicio se 
comprueba que no está incluida la última parte 
del acápite E del Art. 29 y que por consi­
guiente los concursantes no podrían alegar en 
su beneficio la aplicación del citado acápite. 5) 
Por consiguiente el jurado declara como candi­
dato ganador del concurso al Dr. BFD., quien 
cumple con los requisitos establecidos por el 
l"(,glamento"; b) que sobre el recurso interpues­
to intervino la sentencia ahora impugnada die-

tada en fecha diecinueve de diciembre de mil 
novecientos ochenticinco, por la Cámara de 
Cuentas de la República, en funciones de Tri­
bunal Superior Administrativo, cuyo dispositi­
vo es el siguiente: "UNICO: Se declara la in­
constitucionalidad ·del Reglamento para la 
Selección de Médicos por Concurso de la Aso­
ciación Médica Dominicana, por ser contrario 
a los artículos 46 y 47 de la Constitución de la 
República y asimismo la nulidad de la Resolu­
ción recurrida"; 

Considerando, que la recurrente, en su me­
morial, propone contra la sentencia impugna­
da, l_os siguientes medios de casación: Primc­
m: Violación del artículo 1 de la Ley No. 1494 
de 1947; SEGUNDO: Violación al artículo 7 
de la Ley No. 1494 del año 1947; TERCERO: 
Falta de base legal; 

Considerando, que habiéndose suscitado 
ante el Tribunal a quo. una cuestión de incons­
titucionalidad, procede dar prioridad al exa­
men de este asunto; 

Considerando, que, en efecto, la Dra. L. Ch. 
de P., recurrente ante dicho Tribunal, alegó 
que la Resolución impugnada por ella, era in­
constitucional; 

Considerando, que el Tribunal Superior Ad­
ministrativo establece que en la Resolución ci­
tada se desconocen situaciones jurídicas ya es­
tablecidas y se otorgan derechos; que, por otra 
parte, el artículo 9 del mismo, dispone que la 
impugnación es inapelable, todo lo cual es 
contrario a los artículos 46 y 47 de la Constitu­
ción de la República; 

Considerando, que, ciertamente, dichos 
artículos rezan de la siguiente manera: art. 46: 
"Son nulos de pleno derecho toda ley, decreto, 
resolución, reglamento o acto contrarios a esta 
Constitución" y art. 47: "La ley sólo dispone y 
se aplica para lo porvenir. No tiene efecto ret­
roactivo sino cuando sea favorable al que esté 
subjúdice o cumpliendo condena. En ningún 
caso la Ley ni poder público alguno podrán 
afectar o alterar la seguridad jurídica derivada 
de situaciones establecidas conforme a una 
legislac~ón anterior"; 

Considerando, en otro orden de ideas, que 
es cierto que de conformidad con los princi-



pios de nuestro Derecho Constitucional, todo 
Tribunal ante el cual se alegue la inconstitu­
cionalidad de una Ley, Decreto, Reglamento o 
Acto, como medio de defensa, tiene competen­
cia, y está en el deber de examinar y ponderar 
dicho alegato como cuestión previa al caso; 

Considerando, que, en el caso preciso del 
Tribunal Superior Administrativo, si bien es 
verdad, que el artículo 7 de la Ley No. 1494 de 
1947, que lo instituye, en su acápite a) dispuso 
que el Tribunal Superior Administrativo no tu­
viera competencia para decidir sobre las cues­
tiones que versan sobre la inconstitucionalidad 
de 1~ Leyes, Decretos, Resoluciones o Actos, 
esa disposición legal, excepcional, tenía como 
base incuestionable, la circunstancia de que 
aquella Ley no permitía el recurso de casación 
contra las sentencias de dicho Tribunal; que, 
no obstante, desde la promulgación de la Ley 
3835, de 1954, que abrió el recurso de casa­
ción contra las sentencias definitivas del repe­
tido Tribunal, ha desaparecido la prohibición 
establecida por el artículo 7 de la mencionada 
Ley No. 1494 de 1947, quedando así, en todo 
su imperio, el derecho común en esta materia, 
como consecuencia de la entrada en vigencia 
de la mencionada Ley No. 3835, de 1954, que 
ha derogado, implícitamente, el texto legal que 
ha sido últimamente citado; 

Por tales motivos. Primero: Rechaza 

SENTENCIA DEL 
6 DE SEPTIEMBRE DE 1991 

Fian7Jl Judicatum Solvi 

APLICACION DEL 
ARTICULO 16 DEL CODIGO CIVIL, 

CORREGIDO POR LA LEY 845, 
QUE EXIGE FIANZA A TODO 
EXTRANJERO TRANSEUNTE 

... La Suprema Corte de Justicia, después de 
haber deliberado y vistos los textos legales in­
vocados por el recurrente y los artículos 16 del 
Código Civil; 166 y 167 del Código de Pro­
cedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Pro­
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da, y en los documentos a que ella se refiere, 
consta lo siguiente: a) que con motivo de una 
demanda en daños y perjuicios, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sa­
maná, dictó el 2 de febrero de 1989, una sen­
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Pronunciando el defecto por falta 
de concluir a cargo de la parte demandada; 
SEGUNDO: Declarando regular y válida la 
demanda en reparación de daños y perjuicios 
incoada por Asociación de Co-propietarios de 
las Haciendas Residenciales y Turísticas 
"EDEN SAMANA", contra B.L. y la SOCIE­
DAD DE DESARROLLO TURISTICO DE 
SAMANA, S.A., (SDTS) y en consecuencia, 
se acoge en tod¡¡s sus partes las conclusiones 
contenidas en el acto introductorio de la de­
manda por ser justas y reposar en prueba legal 
disponiendo en consecuencia, declarar buena y 
válida la presente por haber sido hecha de con­
formidad al Código de Procedimiento Civil y 
las normas procesales; TERCERO: Condenar 
a la Compañía Sociedad de Desarrollo 
Turístico de Samaná, S.A. (SDTS) 'fo B.L., al 
pago solidario de· RD$5,000,000.00 (CINCO 
MILLONES DE PESOS), a favor de la Aso­
ciación Co-propietarios de las Haciendas Resi­
denciales y Turísticas "EDEN SAMANA", y 
compartes, para que dicha suma sea utilizada 
en el suministro de luz, agua, y demás servi­
cios como justa reparación a los daños morales 



y materiales ocasionados a la parte deman­
dante; CUARTO: Condenando a la Sociedad 
de Desarrollo Turístico de Samaná yv;, B.L., a 
los intereses legales de la suma anteriormente 
seilalada, a partir de la presente demanda; 
QUINTO: Condenando a la Sociedad de De­
sarrollo Turístico de Samaná, '/'O B.L., al pago 
de las costas del procedimiento, ordenando su 
distracción en · favor del Dr. Rafael Octavio 
Ramfrez García, quien afrma haberlas avanza­
do en su mayor parte; SEXTO: Se declara 
ejecutoria la presente sentencia, no obstante 
cualquier recurso"; b) que sobre el recurso in­
terpuesto, intervino la sentencia ahora impug­
nada con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: RATIFICA el defecto pronuncia­
do en audiencia contra la panc apelada pcr fal­
ta de comparecer; SEGUNDO: ADMITE en 
cuanto a la forma el presente recurso de apela­
ción; TERCERO: REVOCA la sentencia de 
fecha 2 de febrero de 1989, dictada por el Juz­
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Samaná, por improcedente y mal fundada; 
CUARTO: CONDENA al señor P.D., parte re­
currida al pago de las costas, ordenando su dis­
tracción en favor-• los dactores Augusto 
Robert Castro, Víctor Juan Herrera y Jo~ A. 
Santana Pefta, quienes afirman estarlas avan-
7.ando en su totalidad"; 

Considerando, que los recUITCntes proponen 
los siguientes medios de casación: Primer Mc­
diQ: Violación al derecho de defensa, como lo 
revela el examen de los hechos, circunstancias 
y documentos que se aportan en este memorial 
de casación; Sc¡updo Medio: Insuficiencia de 
motivos de la Corte a gua. como lo revela el 
estudio de las senteacias 34, 35, 36 y 37 de fe­
cha 8 de Noviemble del afio 1989, dictadas 
por la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís; y PlWCba de ello es que ni siquiera se 
pronunció en eomo a la sólicitud de reapcrtura 
de debates; Tercer Medio: Violación al 
artículo 68, del Código de Procedimiento Ci­
vil, lo cual se revela con el examen del em­
plazamiento del recurso de apelación inter­
puesto contra la sentencia No. 9 de fecha 2 de 
febrero del afio 1989, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de Samaná; Cuano Medio: 

Violación a los artículos 69 y 73, del Código 
de Procedimiento Civil, como revela el e:u­
men del empJaumi~nto hecho al señor O.O., 
que vive y reside en Francia yv;, Europa con 
relación al recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia No. 9, dictada por la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia de Samaná, citándolo en la 
República Dominicana y en la Octava franca 
de ley, para comparecer por ante la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en 
atribuciones civiles; Quinto Medio: Violación 
a los artículos 79 y 80 del Código de Procedi­
miento Civil (derogado por la Ley No. 845 del 
15 de julio del año 1978) y la Ley No. 362 del 
16 de septiembre de 1932, pues el examen de 
los hechos y circunstancias, de una manera de­
liberada el hoy recurrido no le dió avenir al re­
currente, falta de motivos. No ponderación de 
circunstancias y hechos nuevos aportados a la 
solicitud de la apertura de los debates; 

Considerando, que a su vez los recurridos 
solicitan que, previo al conocimiento del fon­
do del recurso de casación.sea fijada la fianza 
que establecen para los extranjeros, los 
artículos 16 del Código Civil y 166 y 167 del 
Código de Procedimiento Civil; que al efecto 
se fije la suma de tres millones de pesos que 
debe prestar la parte recUITCnte para poder ac­
tuar en justicia, y se fije tambi6n el plazo en 
que debe ser prestada dicha fianza; 

Considerando, que de acuerdo con el 
artículo 16 del Código Civil,enmendado por la 
Ley 845 del 15 de julio de 1978: "En todas las 
materias y todas las jurisdicciones, el extranje­
ro transeúnte que sea demandante principal o 
interviniente voluntario estará obligado a dar 
fianza para el pago de las costas y de los daftos 
y perjuicios resultantes de la litis, a menos que 
posea en la República Dominicana inmuebles 
de un valor suficiente para asegurar ese pago"; 
que, por tanto la fianza debe ser presentada en 
casación si el demandante desempeñó el papel 
de demandante originario; 

Considerando, que en el acta de la notifica­
ción del recurso de casación y del emplaza­
miento, depositado en el expediente, se expre­
sa que el recurrente P.D., es de nacionalidad 



francesa, lo que así consta en el memorial de 
casación; que, por tanto, al ser de nacionalidad 
extranjera. y no haber justificado poseer en el 
país bienes distintos a los litigiosos, el recu­
rrente, demandante originario en el presente li­
tigio, se encuentra sometido a las prescrip­
ciones legales aludidas; 

Considerando, que de acuerdo con el artí­
culo 167 del Código de Procedimiento Civil la 
sentencia que imponga la fianza debe fijar la 
cuantía de la misma; 

Considerando, que en el caso procede fijar, 
además del monto de la fianza, el plazo en el 
cual debe ser prestada; 

Por tales motivos, Primero: Dispone que el 
recurrente P.D., de nacionalidad francesa, 
preste en la forma prescrita por la Ley, una 
fianza de RD$10,000.00; Se¡undo: Fija un 
plazo de un mes para la prestación de dicha 
fianza, a partir de la notificación que se le 
haga del presente f, ]o; Tercero: Reserva las 
costas ... 

SENTENCIA DEL 
25 DE SEPTIEMBRE DE 1991 

Laboral 

LA NO APLICACION DEL 
ARTICULO 156 DEL CODIOO CIVIL, 
SIEMPRE QUE LA PARTE RECIBA 

DICHA NOTIFICACION, NO ES OBICE 
PARA LA CASACION DE UNA 

SENTENCIA 

... La Suprema Corte de Justicia, despu~s de 
haber deliberado y vistos los textos legales in­
vocados por el recurrente y los artículos 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da y en los documentos a que ella se refiere, 
consta: a) que con motivo de una demanda 
laboral en pago de prestaciones por despido in­
justificado, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó el 10 de octubre de 
1980, una sentencia, cuyo dispositivo es el si­
guiente: "Falla; Primero: Ratifica el defecto 
pronunciado en audiencia pública contra la 
parte demandada por no haber comparecido, 
no obstante citación legal; 5e&Podo: Se recha­
za por falta de pruebas la demanda laboral in­
tentada por el señor R.O., en contra de las em­
presas Horizontes del Caribe, C. por A., 
Horcasa, S.A., ,¡,o Ing. E.O.P.; Tercero: Se 
condena al demandante, señor R.O., al pago de 
las costas"; y b) que sobre el recurso de apela­
ción interpuesto, la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na­
cional dictó una sentencia , el 20 de mayo de 
1981, cuyo dispositivo es el siguiente: "falla: 
Primero: declara 1egular y válido tanto en la 
forma como en el fondo el recurso de apela­
ción interpuesto por el seilor R.O., contra sen­
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis­
trito Nacional, de fecha 10 de octubre de 1980, 
dictada en favor de la empresa Horizontes del 
Caribe, C. por A., Horcasa, S.A., ,¡,o Ing. 
E.O.P., cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia y como 
consecuencia revoca en todas sus partes dicha 
sentencia impugnada; Se&Podo: Declara injus­
tificado el despido en el caso de la especie; 



Tcn;cro: Condena a la empresa Horiwntes del 
Caribe, C. por A., Horcasa, S.A., ro lng. 
E.G.P., a pa,arle al recJamante, señor R.O.~ 
los valores siguientes: 24 días de salario por 
concepto de preaviso; 15 días de Auxilio de 
Cesantía; 14 días de vacaciones; 25 días de 
Regalía Pascual 1979; 25 días de Bonificación 
1979; así como a una suma igual a los salarios 
que habría recibido dicho reclamante desde el 
día de su demanda y hasta que intervenga sen­
tencia definitiva, sin que los mismos excedan 
de tres meses, calcuJadas todas estas presta­
ciones e indemnizaciones en base a un salario 
de RD$85.00 quincenales; Cuarto: Condena a 
la parte que sucumbe Horimntes del Caribe, 
C. por A., Horcasa, S.A., ro lng. E.G.P., al 
pago de las costas del procedimientQ de ambas 
lllltaDCias, de conformidad con 1os artículos 5 
y 16 de la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 
y 961 del Código de Trabajo, ordenando su 
distracción en provecho del Dr. Antonio de 
Jesús Leonardo, quien afuma haberlas avanza­
do en su totalidad"; . 

Considerando, 9.ue los recurrentes proponen 
los siguientes medios de casación: Primer Me­
dhi: Violación del derecho de defensa: Squn­
do Medio: Exceso. de poder y violación de los 
artículos 49, 50, 51, 52, 53 y 54 de la Ley 834 
del 15 de julio de 1978; Tercer Medio: Viola­
ción del artículo 1315 del Código Civil: Cuar­
to Medio: Violaci6n por implicación del 
artículo 156 de la Ley 834 del 15 de julio de 
1978: Ouinto Medio: Falta de base legal;~ 
to Medio: Dcsnaturali7.ación y desconocimien­
to de las pruebas del proceso.- Desnaturaliza­
ción de los hechos de la causa; 

Considerando, que en el deS81TOllo del pri­
mer, segundo y tercer medio, las cuales se 
relinen para su examen por su estrecha rela­
ci~, los recurrentes alegan en síntesis, lo si­
guiente: que en toda materia, toda persona 
debe gozar de un tmnino suficiente para de­
fenderse; que la Cámara a gua no ponderó los 
serios motivos expuestos por los recurrentes 
para que se celebrara un contrainformativo, y 
violó el artículo 73 de la Ley 834 del 15 de ju­
nio de 1978; que se ordenó una comunicación 
de documentos y no se permitió que se le diera 

cumplimiento, pasando a celebrar un informa­
tivo testimonial; que en la sentencia impugna­
da no se señala el número Ói la naturaleza ·de la 
prueba examinada por lamata a QP&: que a 
los recurrentes no se les permitió ejercer su 
derecho al contrainformativo; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da se expresa, al respecto, que los recurrentes 
comparecieron única y exclusivamente a la au­
diencia celebrada por la Cámara a QUI el 4 de 
febrero de 1981, en la cual el recurrido pidió la 
celebración de un inf~vo para probar to­
dos los hechos alegados; que en esa audiencia 
los recurrentes no se opusieron a la celebra­
ción de dicha medida de instrucción y pidieron 
que se les reservara el derecho al contrainfor­
mativo; que el informativo fue ordenado y se 
le reservó a los recurrentes- el contrainformati­
vo; que el 7 de abril de' 1981 fue celebrado el 
informativo, en e\ cual depuso S.B. de la R.A.; 
que a dicha audiencia no comparecieron los re­
currentes a hacer uso del contrainformativo, 
no obstante haber sido debidamente citados; 
que por las declaraciones del testigo oído, no 
contradichas por ningún otro medio de prueba, 
se estableció que el recurrido durante un año y 
ocho meses prestó servicios al lng. E.G.P .• 
como sereno de un a]ma~n, destinado a guar­
dar todos los materiales de construcción e ins­
trumentos de trabajo empleados en las obras 
<1¡ue reaJiz;aba la Compañía Horizontes del Ca­
nbe, C. por A., que percibía un salario fijo de 
RD$85.00 quincenales y fue despedido injus­
tificadamente; 

Considerando, que en dicha sentencia cons. 
ta además, lo siguiente: que en la audiencia 
celebrada el 18 de diciembre de 1980, la 
Cámara a gua ordenó una comunicación 
recíproca de documento, en plazos sucesivos 
de c~co días para depositar documentos y cin­
co días para tomar comunicación de los mis­
mos, y fijó para el dfa 4 de febrero de 1981, a 
las nueve de la mañana, Ja celebración de la 
audiencia para conocer nuevamente de dicho 
asunto haciéndose constar en la sentencia dic­
tada a1 efecto, que valía citación para las 
partes por encontrarse todas presentes; que en 
la audiencia efectivamente celebrada en la fe-



cha fijada, la Cámara a Q.Uª ordenó un infor­
mativo testimonial a cargo de la pane recu­
rrente en apelación, reservó el contrainforma­
tivo a la parte recurrida en esa instancia, y fijó 
la audiencia pública para conocer de dichas 
medidas de instrucción, el 7 de abril de 1981, 
a las nueve de la mañana, quedando ambas 
partes citadas por la sentencia dictada al efec-
to; · 

Considerando, que como se adviene, la 
Oirnara LW,11 no violó el derecho de defensa 
de los recurrentes al proceder a la celebración 
del informativo testimonial en la audiencia fi­
jada para esos fines, después de haber trans­
currido los plazos para la comunicación de 
documentos ordenada previamente; que, tam­
poco, la Cámara i.JUI.B ha cometido un exceso 
de poder ni ha violado los artículos 49, 50, 51, 
52, 53 y ,54 de la Ley 834 del 15 de junio de 
1978; que asimismo, en la sentencia impugna­
da no se ha violado el artículo 1315 del 
Código Civil, por haberse admitido como 
prueba las declaraciones del testigo oido en el 
mformativo testimonial a cargo del recurrido; 
que, en consecuencia. los medios que se exa­
minan carecen de fundamento y deben ser de­
sestimados; 

Considerando, que en el desarrollo del cuar­
to medio, los recurrentes alegan, en síntesis, 
que el artículo 156 del Código de Procedi­
miento Civil ordena "que toda sentencia por 
defecto, lo mismo que toda sentencia reputada 
contradictoria por aplicación de la ley, será no­
tificada por un alguacil comisionado a este 
efecto, sea en la sentencia, sea por auto del 
Presidente del Tribunal que ha dictado la sen­
tencia"; que en la sentencia impugnada no se 
comisionó a un alguacil para la notificación de 
la misma; 

Considerando, que la notificación de las 
sentencias en defecto o de las reputadas con­
tradictorias por un alguacil comisionado al 
efecto, tiene por finalidad asegurar que las 
rnismu lleguen a conocimiento de la parte que 
haya hecho defecJQ; que no obstante haberle 
sido notificada la sentencia impugnada por un 
alguacil no comisionado, la recurrente recibió 
dicha notificación. y quedó en condiciones de 

poder ejercer oportunamente el presente recur­
so de casación; que la omisión del nombra- · 
miento de un alguacil comisionado, no le ha 
causado ningún agravio a la recurrente, por lo 
cual el medio que se examina carece de funda­
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del quin­
to y del sexto medio, los cuales se reúnen para 
su examen por su estrecha relación, los recu­
rrentes alegan en síntesis que la Cámara 1.W,11 
toma corno base para su decisión, las informa­
ciones ofrecidas por el testigo presentado en el 
informativo celebrado sin estar presente los re­
currentes; que en la sentencia impugnada se 
incurre en falta de base legal cuando da a en­
tender que la recurrente ha gozado de las opor­
tunidades suficientes para ejercer su derecho 
de defensa, cuando en realidad no ha podido 
defenderse de la declaración de un testigo, que 
ni siquiera demostró su calidad para actuar 
corno tal; que la Cámara a gua hace una falsa 
estimación de las pruebas del proceso y vulne­
ra los principios que rigen la prueba en la ma­
teria; que en la sentencia impugnada no se 
enumeran, dándoles su calificativo correspon­
diente, las pruebas sometidas por los recu­
rrentes y que la misma carece de examen y de 
enumeración las presentadas por el recurrido; 
pero, 

Considerando, que de lo antcrionnente ex­
puesto y del examen de la sentencia impugna­
da resulta que la Ohnant a gua. no incurrió en 
la desnaturalización ni en el desconocimiento 
de las pruebas del proceso, como alega la re­
currente, y que la misma contiene una relación 
de los hechos de la causa 4.ue ha permitido a la 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de 
Casación, verificar que la ley ha sido bien apli­
cada, por lo cual los medios que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestima­
dos; 

Por tales motivos, Primc;m: Rechaza. .. 



SENTENCIADEL 
25 DE SBPTIEMBRE DE 1991 

Comercial 

APLICACIONDELARTICUL014DELA 
LEY 4582. EN EL PROCEDIMIENTO DE 

QUIEBRA. EL PLAZO DE 30 DIAS NO ES 
FRANCO NI SE AUMENTA EN RAWN 

DE LA DISTANCIA 

... La Suprema Corte de Justicia, desp~ de 
haber deliberado y vistos los textos legales in­
vocados por el recurrente y los artículos 1 y 65 
de la Ley sobre PmrMimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da y en los documentos a que ella se refiera 
consta lo siguiente: a) que con motivo de una 
demanda en nulidad de un acuerdo· de acree­
~ la Cámara Civil, Comercial y de Traba­
jo del Juzgado de Primera Instancia del Distri­
to Judicial de La Vega dictó, el 7 de junio de 
1979, una sentencia cuyo dispositivo es el si­
guiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge las con­
clusiones de las partes demandada y demanda­
da interviniente voluntaria, en pane principal, 
presentadas en audiencia por conducto ~ sus 
abogados constituidos y apoderados especiales 
y como consecuencia, debe: declarar inadmisi­
ble la ~manda en nulidad de acuerdo de 
acreedores interpuesto por el Banco de San­
tander Dominicano, S.A., contra la impetrante 
Productos MetQicos Dominicanos, C. por A., 
por extemporúleo y por falta de calidad del 
demandante; SEGUNDO: Se rechazan las con­
clusiones de la pane demandante, presentadas 
en audiencia por conducto de sus abogados 
constituidos y apoderados especiales por im­
procedentes y mal fundadas; TERCERO: Con­
dena al Banco de Santander Dominicano, S.A., 
parte demandante, al pago de las costas en pro­
vecho de los abogados Jos~ Augusto Vega Im-

. bert, Luis A. Bircann Rojas y Froilán 1. R. 
Tavarcz, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte; y b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto intervino el fallo ahora 
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma, el presente recurso de 

apelación por haber sido in~uesto de acuer­
do. con todas las prescripciones legales; SE­
GUNDO: Da acta a los Dres. Luis Á. Bircann 
Rojas y José Augusto Vega Imbert de su cou­
titución como abogados de la pane demandada 
y recurrida. Productos Metálicos Dominicanos, 
C. por A., (PROMEDOCA) hecha en la misma 
audiencia fijada por esta Corte para conocer 
del fondo del presente recurso de al:iada; TER­
CERO: Acoge, en cuanto al fondo, las conclu­
siones de la parte demandada y recurrida Pro­
ductos Metálicos Dominicanos, C. por A. 
(PROMEDOCA) por ser justas y reposar en 
pruebas legales y rechaza las del Banco de 
Santander Dominicano, S.A. por improce­
dentes y mal fundadas; CUARTO: Confirma, 
en consecuencia la sentencia apelada marcada 
con el núm. 1. 782 de fecha 7 de junio de 1979 
dictada por 1a c.ámara Civil, Comercial y de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega en todas sus 
partes, él dispositivo de la cual ha sido copia­
do en1otra parte de la presente por haber reali­
zado el Juez a gµo una buena apreci~ión de 
los hechos y circunstancias de la causa y apli­
cado correctamente el derecho; QUINTO: 
Condena a la parte intimante Banco de San­
tander Dominicano, S.A., al pago de las costas 
causadas en esta litis y las declara distraídas en 
provecho de los Dres. Luis A. Bircann Roju y 
José Augusto Vega lmbert por declarar haber­
las avanzado en su mayor parte''; 

Considerando, que la recurrente propone los 
siguientes medios ce casación: Primer Medio: 
Ausencia absoluta de motivos, así como insu­
ficiencia en la indicación de los hechos de la 
causa.- Violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil y de la ley de Casa­
ción; Se¡undo Medio: Desnaturalización de 
los hechos. Desconocimiento y violación del 
artículo 14 de la Ley 4582; Tercer Medio: Fal­
ta de poder para la representación de un acree­
dor ausente.- Violación del artículo 9 de la 
Ley 4582.- Falta de prueba de la cesación de 
pagos; 

Considerando, que en el desarrollo de los 
tres medios del recurso, los cuales se reónen 
para su examen por su estrecha relación, la re>-



currente alega, en síntesis, lo siguiente: que 
toda decisión judicial debe contener la enun­
ciación de los hechos de la causa y los motivos 
que dieron lugar a la decisión, en forma clara y 
precisa, y el dispositivo; que la Corte u¡ua in­
currió en el vicio de falta o ausencia de moti­
vos, ya que hace una relación muy somera de 
los hechos, sin referirse a planteamientos for­
mulados por la recurrente; que en la sentencia 
impugnada no se hizo un análisis profundo de 
la ley No. 4582; que dicha Corte desnaturalizó 
los hechos y ha desconocido los principios 
jurídicos contenidos en el artículo 14 de la re­
ferida ley; que tanto el tribunal de primer gra­
do como el de apelación han decidido que la 
recurrente no cumplió con los requisitos de 
fonna prescritos por dicha ley para interponer 
el recurso de impugnación contra el acuerdo 
de acreedores de la compañía recurrida; que la 
Cone ~ desconoce la condición de acree­
dora privilegiada de la recurrente al momento 
de celebrarse dicho acuerdo; que en la senten­
cia impugnada al confirmar la de primer gra­
do, declara extemporáneo el recurso y la falta 
de calidad de la recurrente; que dicha senten­
cia ha violado el arúculo 14 de la Ley 4582; 
que la recurrente no. estuvo presente en la reu­
nión celebrada por los acreedores de la recurri­
da, el 20 de diciembre de 1978, aún cuando a 
la misma asistiera el Dr. Julio ~sar Martínez, 
ya que ~ste no tenía poder para representarla, y 
ella es una acreedora privilegiada, que para 
figurar como acreedora y participar en el 
acuerdo, habría tenido que renunciar previa­
mente al privile&o que le acuerda la sentencia 
dictada por la mara Civil, Comercial y de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, el 4 .de octubre 
de 1978, la cual tiene la autoridad de la cosa 
juzgada;que el Dr. Mart!nez Rivera accidental­
mente estuvo presente en dicha reunión, y 
firmó el acuerdo bajo reservas; que la Cámara 
LQlUl ha ignorado los principios del artículo 
1998 del CódiJO Civil, según el cual "el man.: 
dante está obligadó a ejecutar los compromi­
sos contraídos por el mandatario, confonne al 
poder que le haya dado. No puede obligársele 
por lo que se haya hecho fuera de los límites 

de aquel, mientras no lo haya ratificado expre­
sa o tácitamente"; que la recurrente no ha he­
cho esa ratificación; que tampoco la recurrente 
ha renunciado al privilegio que le otorgó la 
sentencia del 4 de octubre de 1978, antes indi­
cada, que convirtió en definitiva la hipoteca 
judicial provisional sobre una propiedad inmo­
biliaria de la recurrida; y que la recurrida en la 
reunión del 20 de diciembre de 1978, promo­
vida por uno de sus acreedores y no por ella, 
adujo una supuesta cesación de pagos; que 
esto implica una situación de hecho y no de 
derecho; que antes como despu~s de la referi­
da reunión, la recurrida cumplió y ha estado 
cumpliendo con sus obligaciones frente a la 
Corporación de Fomento Industrial; que para 
que la cesación de pago exista debe ser total y 
probada por la parte interesada; que lo que en 
realidad ha existido es una cesación de pago 
parcial; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugna­
da se expresa lo siguiente: "que la única forma 
de apoderar un tribUQ.al a fin de que a un ciu­
dadano le sea reconocido un derecho q·11e crea 
tener, lo es-por_medio de un acto introrluctorio 
de la instancia que en los de primer grado es 
denominado demanda y, en los de segundo, de 
apelación ... ; jamás se apodera un tribunal por 
una simple instancia en solicitud de audiencia 
para conocer de una demanda que se piensa in­
tentar o, para conocer de un recurso de a~la­
ción que se va a interponer contra una dec1Sión 
dada por una jurisdicción de primera instan'­
cia"; que, en algunos casos, la ley determina 
que una demanda, como en la especie, que es 
en impugnación, así como los recursos ordina­
rios o los extraordinarios, sean efectuados en 
determinados pluos a pena de caducidad. .. ; 
que en el caso presente, el artículo 14 de la 
Ley No. 4582 de fecha 3 de noviembre de 
1956, que exige una tentativa de arreglo previo 
a toda demanda de quiebra, establece que el 
acuerdo que se tome será obligatorio para los 
acreedores que no hayan asistido a la reunión. 
Estos podrán sin embargo, conjunta o separa­
damente y en un plazo de 30 días a contar de 
la fecha del acuerdo, impugnarlo por el no 
cumplimiento de los requisitos de esta Ley. 



Para ese efecto apoderarán del caso al Juzgado 
de Primera Instancia del domicilio del deu­
dor ... etc"; "que la demandi o acto introducti­
vo de la primera instancia a requerimiento del 
Banco de Santander Dominicano, S.A., lo es el 
marcado con el No. 54 de fecha 12 de febrero 
de 1979 del Ministerial Armando Vásquez R., 
Alguacil Ordinario de esta Cone, notificado a 
la Compañía Productos Metálicos Dominica­
nos, C. por A. (PROMEDOCA) y el Secretario 
de la Cámara Oficial de Comercio, Agricultura 
e Industria de la Provincia de La Vega"; "que 
el día 20 del mes de diciembre del año 1978, 
en el cual fue celebrada la reunión entre el re­
presentante de la deudora Compañía Productos 
Metálicos Dominicanos, C. por A., señor E.B. 
hijo, y sus acreedores para fines de tentativa 
de arreglo previo a la demanda de quiebra de 
conformidad con las disposiciones de la Ley 
No. 4582 al 12 de febrero de 1979, fecha del 
acto de demanda en impugnación (u oposi­
~ión) más arriba citado, ha transcurrido un lap­
so de cincuenticinco (55) días y siendo el pla­
zo de treinta contados a partir del 20 de 
diciembre de 1978 inclusive, fecha de la cele­
bración de la reunión, como se ha expresado, 
dentro del cual debió ser interpuesta la deman-· 
da (o recurso de oposición) contra el acuerdo 
tomado, la misma es caduca por extem­
poránea, por lo cual este Tribunal de Alzada 
debe, y es su criterio jurídico, acoger las con­
clusiones de la parte demandada y recurrida 
Productos Metálicos Dominicanos, C. por A. 
(PROMEDOCA) por ser justas y reposar en 
pruebas legales y rechazar las de la deman­
dante y recurrente, Banco de Santander L''l­
minicano, S.A., por improcedentes y mal fun­
dadas y declarar dicho recurso de oposición o 
demanda en impugnación irrecibible y confir­
mar, por consiguiente, en todas sus partes y en 
todo cuanto no lo sea en contrario a la pre­
sente, la decisión apelada por haber realizado 
el Juzgado a QYQ una buena apreciación de los 
hechos y circunstancias de la causa y aplicado 
correctamente el derecho, adoptando esta 
Cone, sin otras ponderaciones, los motivos de 
dicha decisión"; 

Considerando, que el artículo 14 de la Ley 

No. 4582, del 3 de noviembre de 1956, dis­
pone que "el acuerdo será obligatorio para los 
acreedores que no hayan asistido a la reunión. 
Estos podrán sin embargo, conjunta o sepa11l­
damente y en un plazo de 30 días a contar de 
la fecha del acuerdo, impugnarlo por el no 
cumplimiento de los requisitos de esta Ley. 
Para ese efecto apoderarán del caso al Juzgado 
de Primera Instancia del domicilio del deudor, 
el cual conocerá y decidirá el asunto sumaria­
mente"; 

Considerando, que la reunión entre la Pro­
ductos Metálicos Dominicanos, C. por A., y 

sus acreedores fue celebrada el 20 de diciem­
bre de 1978; que la recurrente alega que no es­
tuvo presente o debidamente representada en 
dicha reunión, y que en vinud de lo que dis­
pone el artículo 14 de la Ley No. 4582, del 3 
de noviembre de 1956, intentó una demanda 
en impugnación del referido acuerdo; 

Considerando, que la recurrente solicitó la 
fijación de una audiencia para conocer de di­
cha demanda, mediante una instancia dirigida 
al Magistrado Juez Presidente de la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, el 22 de enero de 1979; que por acto del 
12 de febrero de 1979, la recurrente citó a la 
recurrida para que compareciera a la audiencia 
que había sido fijada para el 23 de febrero de 
1979; 

Considerando, que aún admitiendo que la 
recurrente tuviera calidad para ejercer dicha 
acción, su demanda fue intentada fuera del 
plazo prescrito por el artículo 14 de la mencio- . 
nada ley; que al no ser franco ni aumentarse en 
razón de la distancia, por no tener como punto 
de partida una notificación hecha a persona o a 
dvmicilio, como lo exige el artículo 1033 del 
Código de Procedimiento Civil, dicho plazo 
venció el 19 de enero de 1979, y el acto de ci­
tación fue notificado el 12 de febrero de 1979; 

Considerando, que la Cámara a_w proce­
dió correctamente al confirmar la sentencia de 
primer grado, que declaró inadmisible dicha 
demanda, por haber sido interpuesta fuera del 
plazo de 30 días a partir de la fecha de la indi­
cada reunión, y la misma contiene motivos su-



ficicntes y pertinentes que justifican su dispo­
sitivo y una exposición de los hechos de la 
causa, que ha permitido a la Suprema Corte de 
Justicia. como Corte de Casación, verificar 
que la ley ha sido bien aplicada, por lo cual di­
cho recurso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos. Primero: Rechaza. .. 

LEGISLACION 
LEY N1 33-91 QUE ELEVA LOS SALARIOS DE LOS 
JUECES Y AUMENTA LOS IMPUESTOS A PAGAR 

POR LOS ACTOS JUDICIALES· 

EL CC' ,'lORESO NACIONAL 
EN NOMBRE DE l./\ REPUBUCA 

Ley No. 33-91 

CONSIDERANDO: Que la sociedad dominicana aspira a 
lograr una administración sana para todos los dominicanos sin 
distinción de credo, posición social, nza y cualesquiera otras 
condiciones atribuibles a la persona humanL 

CONSIDERANDO: Que se hace imperativo rodear las per­
sonas que ejerzan las funciones de juez, a todos los niveles de 
la judicatura nacional, de lu seguridades económicas, sociales 
y familiares necesarias; 

CONSIDERANDO: Que como consecuencia del alza del 
costo de la vida, la capacidad ~isitiva de las remunera­
ciona que perciben aquelloa profesionales del Derecho que se 
dedican a la noble función de juez, se ha reducido notable­
mente. impidiéndoles alcanzar lós componentes búicos para 
una existencia aceptable y decorosa pera el eficaz daempeño 
de IU inveatidurL 

HA DADO LA SIGUIENTE LEY: 

Art. 1.- Se establece 1m sueldo mínimo mensual para 101 
jueces de los Tribunales de Justicia de la Repóblica, a partir de 
la Promulgación de la presente ley, de confonnidad con la es­
calajeruquica siguiente: 

a) JUECES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA Y 
DE LA JUNTA CENTRAL ELECTORAL: 
Presidenle .................................... RD$14,000.00 
Primer Sustinno ......................... RDS12.500.00 
Segundo Sustituto ...................... RD$12,000.00 
Demú Jueces ............................. RDSl 1,500.00 

b) JUECES CORTES DE APELACION Y JUECES DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE TIERRAS: 
Presidente .................................. RDSl 1,000.00 
Primer Sustituto ....................... RDSl0,500.00 
Segundo Sustituto ...................• RDSl0,250.00 
Demú Jueces ........................... RDSl0,000.00 

c) JUECES DE PRIMERA INSTANCIA Y DE TIERRA DE 
JURISDICCION ORIGINAL: .............. RD$7,000.00 
d) JUECES DE INSTRUCCION: ........ RD$6,000.00 
e) JUECES DE PAZ ............................. RD$4,000.00 

ART. 2.- Se establece un impuesto de RD$75.00 (SETEN­
TICINCO PESOS ORO) por cada copia certificada expedida 
de sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia; de 
RDSS0.00 (CINCUENTA PESOS ORO) por cada copia cer­
tificada expedida de las sentencias dictadas por tu Cortes de 
Apelación y el Tribunal Superior de Tierra, y por las copias 
de la deci.iionea o autos de la Cmma de Calificación; de 
RD$30.00 (TREINTA PESOS ORO) por cada copia certifica­
da expedida de las aent.encias dictadas ,por lo1 Juzgado• de 



Primera Instancia y llll Cúnaru Penales, Civiles, Comer­
ciala; y por los Tribunalea de Tierra de Jurisdicci6n Original; 
de RD$20.00 (VEINTE PESOS ORO) por cada copia certifi­
cada expedida de sentenci.u dictadas por los Juzgados de Paz 
en general y por lu copias de Providencia Calificativu o de 
Jos Amos Provenientes de Jos Jueces de Inslrua:i6n; R.0$5.00 
(CINCO PESOS ORO) por cada instancia en solicitud de li­
bertad provisional bajo fumza a nivel de juzFado de pez, f de 
RD$10.00 (DIEZ PESOS ORO) a cada 10licitud de libatad 
provisional bajo fianza de primen instancia. En lu Cortes de 
Apelación y en la Suprema Corte de Justicia, la solicitud de li­
batad p-ovisional bajo fianza pagar, RD$1S.OO (QUINCE 
PESOS ORO). Asimismo, se eatablece un impueato de 
RD$10.00 (DIFZ PESOS ORO) por cada certificación expedi­
da por cualquiec tribunal de la Repóblica; por cada conclusión 
principal o al fondo en los procesos que se siguen ante los juz.. 
gados de paz se pagmn RDSS.00 (CINCO PESOS) y lu con­
clusiones incidentales RD$3.00 (TRES PESOS). En los Tri­
bunalea de Primera Instancia, toda concl~ión principal o 11 
fondo pagar, RD$10.00 (DIEZ PESOS) y lu conclusiones in­
cidentales pa4arm RDSS.00 (CINCO PESOS) en adición a los 
impleltOI existentes. En lu Cortes de Apelación se pagdn 
RDSlS.00 (QUINCB PESOS) por conclusiones principales y 
RD$10.00 (DIEZ PESOS) pc:,r conclusiones incidentales, y en 
la Suprema Corte de Justiaa, se pagarm RDS2S.OO (VEINTI­
CINCO PESOS) al depositarse cada Memorial de Casación. 

Se pagar, tambim UJl impuesto de RD$20.00 (VEINTE PB­
SOS) por cada copia de Cectificado de Título expedido por lu 
Oíacinu del Registro de Títulos a ni~el nacional; iguabnentc 
la iNcripción de grav'°1enes o de cu11quiec Derecho sobre in­
muebles regiltnldos 1>14ari 1m impuesto de RDSl0.00 (DIEZ 
PESOS). Toda instancia dirigida a cualquiec Tnl:wnal de la 
Repóblica, , los Ministerios Póblicoa y Abogados del Balado. 
pagari un impue,lo de RD$S.OO (CINCO PESOS). Igual­
mente. las Instancia; dirigidas al Control de Alquileres de 
Cua y Desahucio y ,· la comisión de Apelaciói:, pagari un 
impuesto de RD$10.0fJ (DIBZ PESOS) y lu oo_piu expedidas 
por Ja Resoluciones de _,. mismos Orgmmm01 pagdn 
RDSl0.00 (DIEZ PESOS) de impuestos. 

PARRAR> l: La Suprema Corte de Justicia estar, a cargo 
de elaborar el Reglamento para la Organización del cobro de 
ato1 i.mpuato, el cual debed realizarse en el plazo de 30 díu 
a contar de la promulgación de ata Ley. 

PARRAFO ll: Se exc:epa1an de estos impuestos los cuos 
laborales y los relativos a la Ley de Habeu Corpus. 

Art. 3.- Los fondos provenienrea de estos impuestos serúl. 
destinados a cubrir los awnenfOll dispwtoa en la presente 

11ARRAFO I: Los Secretarios de los Tribunales respectivoa, 
liquidarm quincenal.mente en Renw lnt.emu, lu IUllW o~ 
tenidas por concepco de esta Ley. 

Art. 4.- El excedente de las recmdacionel hechu por ata 
Ley se en1regari a la Suprema Corte de Justicia para linea de: 

l•.- Elevar estos sueldos aegón aumente el costo de la Vida; 
'1!'.- Establecer un Seguro M6iico adecuado; y 
31.- Para un Plan justo de Jubilaciones y Pemionea para Jos 

jueces, para que en ca10 de fallecimiento en el ejm::ic:io de 1U1 
funciones, la pensión vaya al cónyuge superviviente. 

Art. S.- La ¡resente Ley deroga, sustituye y modi6ca C" '·' 
quier Ley o parte de Ley que le sea contraria. 

Promulgada el 8 de noviembre de 1991. Publicada 
Listln Diário, el 9 de noviembre de 1991, p6g. 8. 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurídicas 
Pontiftda Universidad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 
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